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ABSTRACT
Una aproximación teórica al tema del conflicto armado en Colombia con sus
múltiples dimensiones, sin incurrir en puntos comunes y sin censuras o
posturas parciales es una apuesta que implica una revisión bastante
rigurosa. El conflicto armado en Colombia no solamente se puede entender
por la problemática de pobreza, o por la vinculación de la economía de
guerra; la existencia del paramilitarismo, las guerrillas, los movimientos
insurgentes como respuesta del Estado o contra este complejiza el conflicto y
se puede considerar a la justicia transicional como una posible salida a estas
múltiples dimensiones, de ahí la pertinencia de abordar este documento
como un paso asertivo y de apoyo metodológico para entender mejor el
conflicto armado en Colombia (antecedentes generales de sus principales
actores) y la postura desde la seguridad democrática de la Justicia
transicional para el periodo 2005 - 2010.
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ESTRATEGIA METODOLÓGICA
El presente estado del arte pretende mostrar los resultados de una revisión
bibliográfica compuesta por tres tipos de trabajos: el primero está dado por
los escritos que caracterizan el conflicto armado a partir de la identificación
de actores en disputa, sus motivaciones, sus estrategias, y la correlación de
fuerzas entre ellos.
El segundo grupo de trabajos desarrolla los impactos diferenciados sobre el
territorio

y

sobre

grupos

específicos

de

la

población

(indígenas,

afrocolombianos y mujeres)
El tercer grupo, corresponde a los trabajos que analizan mecanismos de
justicia transicional de manera comparativa con otros países y las
implicaciones de la ley de justicia y paz como desarrollo interno de una
justicia de transición.
Es necesario advertir que la presente revisión documental es un primer paso
para el abordaje investigativo que en materia de justicia transicional se puede
plantear. La investigación por un lado, considerando la gran cantidad de
información de fuentes secundarias existentes: libros, artículos de revistas,
informes de entidades gubernamentales, informes de ONGs, publicaciones
académicas, informes y recomendaciones de Naciones Unidas entre muchos
otros, no logra abarcar la totalidad de textos, y por este motivo, se establece
como referente a los principales autores que abordaron dicho tema en el
periodo de tiempo señalado, lo cual se justifica dado el hecho que en la
mayoría de otras fuentes consultadas, los autores eran proclives a realizar
reflexiones prescriptivas, dados los sucesos posteriores acaecidos con los
actores involucrados en el presente análisis, empero, se espera que el
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periodo seleccionado 2005-2010 permita un abordaje amplio al tema sobre
todo considerando que en este periodo es que se puede aproximar con cierta
validez los apuntes sobre la justicia transicional.
La segunda precisión sobre el abordaje a las fuentes es la ubicación misma
de la información. En tanto que existe material publicado en todo el país, por
razones logísticas y de desplazamiento y por el mismo alcance de la
investigación, se delimito la revisión al material disponible en Bogotá.
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INTRODUCCIÓN

Entre los consensos más arraigados en la caracterización del conflicto
armado colombiano es atribuirle la propiedad de prolongado, en The
Consequences of Negotiated Settlements in Civil Wars de Roy Licklider “ se
entiende por prolongado un conflicto armado con una duración igual o
superior a una década según advierte Eduardo Pizarro (2004), haciendo
alusión a las cuatro décadas de confrontación ininterrumpida, salvo por los
breves períodos de cese del fuego o de reducción ostensible de las
hostilidades1.
Sin duda alguna esta misma característica permite que al aproximarse al
tema, se considere que durante ese largo período, el conflicto ha cambiado
su dinámica, ha aumentado su intensidad y ha degradado las prácticas de la
guerra sin que todavía se avizore un escenario favorable a su resolución.
Si bien con el advenimiento de la Política de Seguridad Democrática del
Gobierno Uribe iniciada en 2002, se ha privilegiado la terminación del
conflicto mediante la vía armada asignando una parte importante del PIB a
seguridad y defensa, como se evidencia en el Plan Nacional de Desarrollo
2006-2010: “Estado Comunitario, Desarrollo para todos” Datos del Ministerio

1

Especialmente durante el Acuerdo de Paz realizado en el gobierno de Belisario
Betancur cuya duración fue de 1984 a 1987 y el período de “diálogos en medio del
conflicto” tras el despeje de 42.000 Km en los municipios de San Vicente del
Caguán, Mesetas, Vista Hermosa, La Uribe y la Macarena en donde la
confrontación militar directa disminuyó pero no así las acciones unilaterales de la
Guerrilla de las FARC en materia de secuestro.
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de Defensa (PND, 2006-2010:PP), el clima de triunfo que exhibe la fuerza
pública contrasta con la capacidad militar que conserva al menos la guerrilla
de las FARC en algunas zonas del país, con la estrategia de supervivencia
del ELN y con los fallas en la política de desmovilización expresada en la
urbanización del conflicto debido a la disminución de la seguridad en las
grandes ciudades producto del accionar de las llamadas bandas emergentes.
Asumiendo la existencia de un conflicto armado en Colombia2 (a pesar de los
intentos recientes por clasificar los hechos de violencia en el país como una
amenaza terrorista al orden social, económico y político y a las instituciones
que integran dicho arreglo, como ha sido la intención del Gobierno de Álvaro
Uribe Vélez), y considerando que más allá de las aproximaciones con alto
grado ideológico que facilitan la radicalización de las posturas evitando una
lectura y puesta en común de las verdaderas implicaciones y posibles vías a
la solución del conflicto se pretende desarrollar este documento.
Con estas ´precisiones, se abordara entonces la investigación sobre a las
metodologías, conceptos y enfoques con los que se ha tratado el amplio
tema del conflicto armado en Colombia y las revisiones que suscita la
introducción de los mecanismos de justicia transicional.

2

Se entenderá que la existencia de un conflicto armado interno está dado por 1) Un
orden constitucional, un Estado y un gobierno (o sucesión de gobiernos)
democráticamente establecidos, 2) Al menos un actor que por la vía de la fuerza
pretenda modificar el orden institucional vigente, 3) la disputa por el control del
territorio, los recursos y el apoyo popular de un estado, 4) un choque más o menos
regular de las fuerzas en disputa que produzca un número de muertos o hechos de
violencia que lo cataloguen al menos como de baja intensidad.
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1. CARACTERIZACIÓN DEL CONFLICTO ARMADO: ACTORES,
ESTRATEGIAS Y MOTIVACIONES

1.1 LAS FARC-EP

Uno de los principales aportes académicos sobre el conflicto armado en
Colombia es el del Instituto IEPRI- Instituto de Estudios Políticos y relaciones
Internacionales de la Universidad Nacional. La publicación del año 2006,
adelantada de manera conjunta con el Crisis State Programme del London
School of Economics and Political Science y financiado por Colciencias,
intenta determinar cómo los cambios en el Estado y la sociedad han
interactuado e influido con los cambios en los actores armados.
Dicha revisión es emprendida en una primera parte por una lectura del
balance de los principales actores de la guerra: la insurgencia; representada
en las dos guerrillas históricas que permanecen vigentes: FARC y ELN y en
los grupos paramilitares. Respecto al primero, las FARC, Eduardo Pizarro,
plantea cómo existían para entonces (2005) dos visiones contrapuestas
acerca del impacto de la política de seguridad democrática del gobierno
Uribe en este actor armado: por un lado la del repliegue estratégico y la del
debilitamiento e inminente derrota por la vía militar de parte del Estado
colombiano.
La primera de esas posturas, afirma Pizarro, E. (2007) era la
esgrimida en ese entonces por Alfredo Rangel y la Fundación
Seguridad y Democracia.

9

Esta decía que las FARC se hallaban “intactas y bajo un repliegue
estratégico organizado en el que esperaban el desgaste de la política de
seguridad democrática para retomar la iniciativa militar” y la otra, la visión
triunfalista del Ministerio de Defensa según la cual, las FARC se encontraban
en un “serio e irreversible debilitamiento estratégico lo cual les hará sentarse
muy pronto (2006) en la mesa de negociación.
Pizarro (2007), se aparta de estas dos visiones antagónicas para decir que si
bien es un hecho el debilitamiento de las FARC en su accionar (movilidad,
capacidad de fuego, comunicaciones, abastecimiento), la derrota definitiva
dependería de la capacidad del Estado para mantener la ofensiva a mediano
plazo.
A juicio de Pizarro (2007), la situación de las FARC pasa por un punto de
inflexión caracterizado por un retroceso de su proyecto estratégico dado que
ante la ofensiva militar del Estado abandonaron la guerra de movimientos
que tuvieron durante la segunda mitad de la década de los ochenta y la
década de los noventa, para regresar a la guerra de guerrillas donde la
correlación de fuerzas es negativa y su postura es claramente defensiva.
Así mismo, Pizarro, E. (2007). documenta cómo el histórico manejo del
tiempo y del espacio, que según Sullivan y Satler (1971), “son los vectores
clave de toda guerra irregular” dejaron de ser uno de sus atributos para
convertirse en factores que juegan en su contra.
Hoy la dispersión extrema de los frentes de las FARC en un contexto
de fortalecimiento de las Fuerzas Armadas y de su capacidad de
control territorial-no solo están generando un grave dislocamiento de
las líneas de mando y la disciplina interna, sino produciendo enormes
dificultades para el suministro de armas y municiones. (Pizarro, E,
2007, PP)
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Así mismo, dado que con posterioridad al 11 de Septiembre de 2001, el uso
de estrategias que impliquen causar terror dentro de la población como el
secuestro y los atentados contra la infraestructura energética (oleoductos,
torres de energía) y vial (puentes) son vistos como terrorismo, el contexto
internacional no juega a favor de las FARC.
Otro

argumento

puesto

en

evidencia

es

el

carácter

de

“regalos

envenenados3” que constituyen la financiación de la guerra por parte de las
FARC mediante el secuestro y el tráfico de drogas. Respecto al secuestro, es
bien sabido que éste constituye un delito de lesa humanidad que a la luz de
los estándares internacionales, no puede ser indultado. Por esta razón, si las
FARC persisten en ese método, se exponen a ser juzgados por la Corte
Penal Internacional cuyos efectos jurídicos entraron en vigor en el 2009 en
nuestro país. En lo que respecta al narcotráfico, su uso continuado, expone a
los jefes guerrilleros a ser pedidos en extradición por parte de las cortes
estadounidenses4.
El sonado debilitamiento estratégico de las FARC es

producto de las

decisiones tomadas por el Gobierno colombiano desde el año 1998, fecha en
la cual se suscribió el Plan Colombia que ha implicado la profesionalización
de las Fuerzas Armadas, el incremento del pie de fuerza, la creación de
fuerzas de tarea conjuntas, los batallones de alta montaña y en general un
esfuerzo sostenido con el Plan Patriota, lo cual no es un argumento retórico,
es un hecho probado empíricamente. Autores como

Jorge Restrepo y

Michael Spagat miembros del departamento de economía del Royal
Holloway Collegue de la Universidad de Londres desarrollaron en el año
2004, una investigación, la cual incluye gran base de datos que documenta
3

Expresión acuñada por Pizarro (2007)

4

Prueba de esto es lo ocurrido con Simón Trinidad y con Sonia, miembros de alto
rango de las FARC que fueron procesados entre otros cargos por el delito de
narcotráfico en Estados Unidos y quienes ya tienen condenas en firme.
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en una serie de tiempo de 15 años, fechas, lugares, actores involucrados,
tipos de ataque, número de víctimas y otros hechos violentos perpetrados
por las FARC. (Restrepo-Spagatt 2004)
Entre los esfuerzos que apuntalan, esta comparar el conflicto en Colombia
con otros conflictos, precisar las dimensiones de una guerra de guerrillas,
relacionar y distinguir la taza de homicidios de las victimas del conflicto, y
entre las conclusiones a las que llegaron, es que del año 2002 al 2004, se
aprecia una gran reducción de las acciones armadas de la guerrilla, así como
la derrota de la guerrilla en múltiples combates protagonizados por la fuerza
pública y la insurgencia.
Concluye Pizarro (2007) que después de un largo período de crecimiento e
incremento de su capacidad de fuego que llevaron a que el país fuera tuviera
los primeros síntomas de un Estado Fallido a la luz de algunos teóricos
internacionales, las FARC han sido obligadas a volver a la guerra de
guerrillas cuando habían creado embriones favorables para hacer el tránsito
a la fase III: la guerra de posiciones, lo que ha implicado desgaste, y
desmoralización en su tropa pero sobre todo un retroceso de sus planes
estratégicos.
Sin embargo, hay que tener en cuenta que el estudio de este autor aunque
fue publicado en el año 2006, fue escrito utilizando argumentaciones de años
anteriores (2003 y 2004) y la dinámica del conflicto hasta el año presente ha
seguido cambiando. Una precisión necesaria, el conflicto armado no es
estático por el contrario su dinamismo, ha permitido permanente la
superación de todas las estrategias utilizadas para combatirlo.
Aunque de una postura escéptica al inicio del Gobierno Uribe, la Fundación
Seguridad y Democracia, uno de los principales centros de pensamiento
sobre el conflicto armado en el país, cambiaría su lectura del conflicto con el
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curso de los acontecimientos al punto de afirmar en un estudio del año 2008
lo siguiente:
“El simultáneo debilitamiento de los grupos ilegales y el fortalecimiento
del Estado es de tal proporción que lleva a concluir lícitamente que la
dinámica de la confrontación armada ha cambiado definitivamente a
favor del Estado y en contra de sus adversarios irregulares, lo cual sin
duda alguna nos pone ante la fase terminal de la confrontación
interna” .(Fundación Seguridad y Democracia, 2002-2008.)

Así, esta entidad, describe en su análisis como las bajas, las deserciones, las
capturas, la neutralización de los corredores de movilidad y el quiebre de los
sistemas de mando, control y comunicaciones de los grupos al margen de la
ley han disminuido su capacidad ofensiva contra el Estado y contra la
población. Adentrándose en el balance de las FARC, la Fundación llevando
su propio registro de las acciones armadas, aduce que entre 2002 y 2008
este grupo armado disminuyó sus ataques en un 70%, pasando de 330
acciones en el año 2002 a 100 en el año 2008(Fundación Seguridad y
Democracia, 2002-2008.).

De igual modo, el balance establece que en 2002, las FARC tenían
presencia ofensiva en 28 departamentos del país, cifra que se redujo a 18
para el año 2008. Respecto a la localización geográfica y la presencia, el
estudio muestra como en el año 2002, departamentos como Arauca,
Caquetá, Meta, Cauca y Cundinamarca registraban la mitad de las acciones
guerrilleras mientras que en el año 2008 el centro de gravedad ofensivo de
esta guerrilla se trasladó desde el centro del país hacia la parte occidental
generando que más de la mitad de las acciones se desarrollaran en Cauca,
Antioquia, Nariño, Valle y Chocó.
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Este desplazamiento del foco de operaciones tuvo a juicio de la ONG, varias
explicaciones: la primera es el arrinconamiento de las unidades guerrilleras
en departamento donde se hacían fuertes. En Arauca por ejemplo, uno de
los principales bastiones de las FARC en los 80 y 90, la implementación de la
fase II del Plan Colombia significó la pérdida paulatina de fuentes de
financiación. En Cundinamarca cita el informe, el desarrollo de las
operaciones Libertad I y II, y Génesis de Plan Patriota, significó la
desarticulación casi total de las estructuras de las FARC. Por último, los
golpes acaecidos en áreas geográficas que históricamente habían servido
como centros de comando, entrenamiento, retaguardia y entrenamiento en
los

departamentos

de

Meta,

Caquetá

y

Guaviare,

han

reducido

ostensiblemente la capacidad de fuego de esta guerrilla.

Lo anterior ha llevado según la Fundación Seguridad y Democracia a
cambiar su estrategia de ocupación del territorio nacional, hacia una actitud
defensiva y de protección de los miembros del Secretariado y de los
secuestrados canjeables. Así, sus actividades se han concentrado en las
emboscadas y los hostigamientos que buscan disminuir el impacto de la
ofensiva de la Fuerza Pública.

No obstante, argumenta el escrito de la Fundación Seguridad y Democracia,
las FARC continúan teniendo presencia en departamentos tan importantes
como Antioquia, donde han podido retomar espacios tras la desmovilización
de paramilitares. Así mismo, llama la atención como la Fundación Seguridad
y Democracia documenta la inactividad de las estructuras guerrilleras. A este
respecto señalan que en el año 2002, 12 estructuras de las FARC
permanecían inactivas, número que se elevó a 40 en el 2008 lo que significa
que el 60% de las FARC no han sido operativas desde ese año.
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Finalmente advierte la (Fundación Seguridad y Democracia, 2002-2008.),
que el secuestro en sus dos connotaciones de arma de guerra y estrategia
de negociación, ha disminuido 89% pasando de 830 el 2002 a 94 en el 2008.

Una situación similar se observa con los retenes pues de 246 realizados en
el año 2002 se pasó a 15 en 2008, esto es una disminución del 93%.

Otro punto de vista, es el expuesto por Ariel Fernando Ávila de la
Corporación Nuevo Arcoíris, en el documento titulado FARC: Dinámica
Reciente de la Guerra, del año 2009 en el que se hace un balance del estado
actual de esta organización guerrillera teniendo en cuenta tres aspectos: el
resquebrajamiento del mito de la invulnerabilidad del secretariado, el cambio
de estrategia militar de los actores en conflicto y la alianza de las FARC con
las bandas emergentes y las bandas libres de coerción.

El autor inicia diciendo que los resultados de la seguridad democrática
comenzarían a ser palpables desde el año 2008 cuando el secretariado de
las FARC comenzó a ser afectado por la ofensiva oficial dado que en Marzo
de ese año, tres miembros de la máxima jerarquía de las FARC fueron dados
de baja5.

Al igual que casi todos los autores que escriben sobre el conflicto, Ávila
(2009) reconoce que la política de seguridad democrática emprendida por el
gobierno Uribe ha logrado limitar a la guerrilla a sus zonas de retaguardia
mediante los planes Colombia, Patriota y Consolidación. Con el esfuerzo
sostenido de la cooperación norteamericana, el ejército pudo profesionalizar
su tropa, mejorar las comunicaciones y fortalecer la aviación mientras que las
FARC buscaban mecanismos de rápidos de adaptación.

5

Manuel Marulanda, Raúl Reyes, e Iván Ríos.
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No obstante, a diferencia de otros centros de pensamiento, Nuevo Arcoíris a
través de este autor compromete una hipótesis que puede generar
controversia: La seguridad democrática no ha contribuido a recudir la
violencia política sino a la consolidación de los grandes centros lícitos de
producción y comercialización para garantizar que los centros poblados
estén bajo en control estatal mientras que a la guerrilla se le contiene y se le
relega a la periferia del país.

Para sustentar dicha hipótesis el autor hace un recuento de la ofensiva de las
FARC entre el año 1998 y el 2002, aduciendo que en este período, esta
guerrilla logró un avance significativo en la implementación de su Plan
Estratégico para la toma del Poder, cuyos resultados más emblemáticos
fueron las tomas de Las Delicias, Miraflores y Mitú que no solo produjeron un
gran número de bajas y de secuestro de soldados y policías sino que
afectaron la moral de la tropa.

Al mismo tiempo afirma Ávila que, Las FARC consolidaban en ese
período sus territorios de retaguardia iniciando una agresiva
penetración en la cordillera oriental. Así mismo, durante este período
se crean 18 compañías móviles y 23 columnas móviles. En general, el
autor habla de tres estrategias exitosas de las FARC entre 1995 y
2000: a)la avanzada militar sostenida mediante el reclutamiento y la
modernización del armamento, b) el entrenamiento masivo y la
profesionalización de la tropa y c) la creación de escuelas masivas de
mandos medios para garantizar nuevos jefes destinados a las
estructuras móviles.(Ávila A. F., 2009)
Paralelamente las acciones de las FARC desde 1998 se mantuvieron en más
de mil al año (como lo demuestran las cifras del Ministerio de la Defensa
Nacional), lo que le daba una superioridad terrestre a este grupo armado
ilegal sobre el ejército colombiano. Este evidente debilitamiento de las
fuerzas armadas, hizo que el Estado se replanteara la estrategia
antisubversiva y que iniciara un plan de cinco puntos que lo llevara a
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recuperar la capacidad ofensiva. El primero de estos puntos fue la
conformación de un sistema unificado de información que permitió mejorar la
inteligencia militar. El segundo, el aumento del pie de fuerza el cual a partir
de 2002 ha sido de alrededor de 40% anual. El tercero fue la creación de
nuevas estructuras como las brigadas móviles, los batallones de alta
montaña y los batallones contraguerrilla. El cuarto es la modernización de la
fuerza aérea a través de la compra de aviones y helicópteros. El quinto es la
puesta en marcha de mecanismos antisubversivos tales como la red de
informantes, los soldados campesinos y la recuperación social del territorio.

Debido a las actividades del Plan Patriota en el 2004, las FARC dan la orden
del repliegue táctico de sus tropas con tres consecuencias, la retirada
organizada de las unidades armadas hacia las zonas rurales alejadas de los
cascos urbanos; la orden de crear unidades milicianas estables en cascos
urbanos y desgastar a la fuerza pública mediante la resistencia activa. Lo
anterior implicó una mayor autonomía operativa de sus estructuras lo cual se
traduciría en ausencia en el rompimiento de la cadena de mando en algunos
lugares del país. De esta manera según demuestra Ávila (2009) con
contundentes cifras, las FARC sacrificarían territorio para acomodarse a la
nueva escalada del conflicto pasando de 2063 acciones en el año 2002 (año
pico) a 982 en el año 2003, 949 en el año 2004 para posteriormente tener
ligeros repuntes en los años 2005 (1008 acciones), 2006 (1026) y 2007
(1057 acciones). No obstante para el 2008 se observó un decrecimiento
drástico a tan solo 541 acciones debido a los golpes que le asestó la fuerza
pública a las FARC en ese año.
Al mismo tiempo, la llamada “guerra de rehenes” donde la captura de civiles
y uniformados como mecanismo de presión, iniciada años atrás por esta
guerrilla comenzó a ser la mayor fuente de deslegitimación frente a la opinión
pública.
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Por otra parte, uno de los aspectos más valiosos del artículo de Ávila es la
caracterización que hace de los frentes guerrilleros como.

Unidades político-administrativas con jurisdicción sobre un territorio
concreto, en el que cumplen tareas militares, políticas, económicas y
administrativas, a los cuáles no resulta adecuado medirlos por el
número de enfrentamientos que hayan tenido durante un periodo
determinado, pues muchas veces lo militar no es su labor
primordial(Ávila Martínez, 2009, pág. 13).
Ante la imposibilidad de concentrar tropa para operaciones prolongadas, las
FARC optaron por especializar algunas estructuras y darle mayor relevancia
a las Unidades Tácticas de Combate (UTC) en las cuáles las acciones por
minas y francotiradores constituyen la principal estrategia. Empero, la
disminución de combates y la utilización de estrategias que no implican el
contacto directo no implican un debilitamiento de las FARC a juicio del autor
sino un método pensado para reducir el número de bajas y capturas.

Otro de los mecanismos de adaptabilidad con los cuáles las FARC han
resistido el embate de la fuerza pública es el establecimiento de Comandos
Conjuntos de Área (CCA) para sortear los problemas de comunicación entre
los jefes guerrilleros y sus implicaciones para los operativos militares y
económicos. En la actualidad las FARC cuentan con tres CCA uno en la
zona del noroccidente de Caquetá, otro en el Meta y el tercero en Arauca.

Sobre ya la anotada estrategia de descentralización, Ávila (2009) señala que
esta decisión implicó una reducción de la capacidad de los jefes de bloque
de controlar diariamente las operaciones de los frentes y de las estructuras
más pequeñas, por lo que en la actualidad los comandantes de frente tienen
la capacidad de decidir sobre asuntos puntuales lo que genera el riesgo de
desorden interno y desarticulación. No obstante, previendo esto, las FARC
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decidieron adoptar un “relevo de funciones” que incentiva el trabajo y la
coordinación mutua. Lo anterior es otra muestra de la capacidad de
adaptabilidad de las FARC.

Añadiendo más controversia al debate, Ávila (2009) estima que la tan
afamada deserción promovida por el gobierno no está revestida de
importancia militar para esta guerrilla dado que según el Observatorio del
Conflicto Armado de la Fundación Nuevo Arcoíris hasta Septiembre de 2007
solamente dos de cada diez desertores eran combatientes mientras que los
restantes eran simpatizantes, colaboradores o milicianos.

Como ya se mencionó anteriormente el incremento de campos minados, los
hostigamientos y el uso de francotiradores han sido las tácticas utilizadas por
la FARC para resistir. Respecto al primero, anota Ávila que a partir del año
2004 y hasta Agosto de 2008 los campos minados se incrementaron en un
250%. Esta acción está ligada a la protección de los campamentos y de los
cultivos ilícitos.
Sobre los francotiradores, Ávila (2009) documenta que actúan en grupos de
tres guerrilleros e alta efectividad aunque esta estrategia es difícil de
cuantificar dado que la fuerza pública cataloga estas acciones como
hostigamientos o emboscadas.

Concluye el autor que si bien el balance del 2008 fue negativo para las FARC
por los golpes en su cúpula, no se puede hablar de una derrota pues
lograron realizar acciones de importancia como las ofensivas sobre Puerto
Rico (Meta), Tepeyé (Putumayo), San Pablo (Bolívar), retornaron al bajo
Cauca y lograron detener operaciones como “ Fuerte ” en el sur del Tolima y
“Filipo II” en el Meta. (Ávila A. F., 2009)
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1.2 El ELN

Siguiendo con los aportes del IEPRI a la caracterización de los actores del
conflicto, en la misma publicación titulada “ Nuestra Guerra Sin Nombre”, el
autor Mario Aguilera Peña (2006) hace una radiografía del ELN analizando la
evolución de la estrategia político-militar identificando de esta guerrilla, los
factores de estancamiento militar y las razones de su supervivencia a pesar
de la acción ofensiva de los paramilitares. Logra explicar la supervivencia a
través de dos factores: la cohesión interna soportada en un discurso
marxista-cristiano y su capital político construido por medio de la estrategia
de poder popular de doble cara.

Se ha dicho muchas veces que esta guerrilla está a punto de su extinción
total o que su gran debilitamiento acarreará una negociación con el gobierno
nacional. Sin embargo ninguno de estos pronósticos se ha cumplido pues
uno de sus principales talanqueras, el paramilitarismo, se desmovilizó en su
mayor parte mientras que el ELN sobrevive.

Aguilera Peña (2006) hace un recuento histórico de esta guerrilla empezando
por sus orígenes entre los cuáles se puede observar la fusión del discurso
marxista y el discurso cristiano debido a la presencia e influencia de varios
sacerdotes en pro del “ideal revolucionario”. En la génesis de esta
organización, valores morales como la condena al narcotráfico eran
preceptos de obligatorio cumplimiento que además contribuyeron a generar
identidad y pertinencia entre los combatientes.
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Otro de los rasgos distintivos de esta guerrilla es el privilegio que han dado a
la consecución de apoyos entre la población antes que a la expansión
territorial. En los años 80, el ELN dio en su interior un debate sobre las
mejores maneras de articular la lucha guerrillera con los espacios y
movimientos locales y regionales. Para esto se sirvieron de la experiencia del
clero adscrito a la teología de la liberación y que engrosó las filas de la
guerrilla en el sentido de intentar construir poderes paralelos a los estatales
capaces de ganar autonomía y disputarle la legitimidad al Estado.

Resulta paradójico a decir del autor que si bien entre 1986 y 1993 esta
guerrilla vivió un paulatino estancamiento militar, esta tendencia haya a la
postre jugado a su favor permitiéndole sobrevivir. Quizá la adopción de la
estrategia Guevarista del foquismo fue lo que no le permitió al ELN crecer por
considerar que había unas condiciones “objetivas” para la revolución. En sus
inicios además, tal y como señala el autor, los bastiones guerrilleros se
ubicaron en zonas marginales y de reciente colonización que no le permitían
obtener mayores recursos. Así mismo su fuerte carácter centralizado y la
estructura piramidal entorno a la emblemática figura de Fabio Vásquez
condujo al autoritarismo y a la negación de las diferencias de opinión.

Ya para la segunda fase de esta guerrilla, arguye el autor, se recondujo su
accionar mediante un enfoque más orientado a las masas estimulada por los
sacerdotes que ingresaron a la guerrilla. Para su segundo congreso, esta
estructura armada definió como objetivos militares la industria petrolera y la
infraestructura eléctrica, los cuáles permanecerían vigentes hasta tanto su
capacidad militar no se viera diezmada por el paramilitarismo, la fuerza
pública e incluso el enfrentamiento con las FARC.

No obstante, esta fase no estuvo exenta de problemas internos dado que
surgió una vertiente reformista llamada Corriente de Renovación Socialista,
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cuyos miembros clamaban por la rectificación que hacía esta guerrilla de la
realidad nacional e internacional. Para 1996 anota el autor, se profundiza la
estrategia del poder popular de doble cara, mecanismo mediante el cual se
estimularía la organización de las comunidades campesinas aprovechando
las estructuras formalizadas como las juntas de acción comunal y al mismo
tiempo generando nuevas formas de organización.

El ELN intentó construir poder popular penetrando en la política local
tratando de constituir una institucionalidad paralela pues tenían por objetivos
elaborar planes de desarrollo, vigilar el cumplimiento de los programas
locales, fiscalizar el manejo de los recurso, erradicar el clientelismo e
identificar a partir de todo esto, las “contradicciones del sistema capitalista”.

El autor presenta como prueba de la poca capacidad de crecimiento de esta
guerrilla, el hecho de que en 1989 tuviera 22 frentes y en 1997 contara con
45. No obstante, la lógica expansiva del ELN a diferencia de las FARC no
obedeció a la necesidad de copar territorio sino a la importancia que le dan a
la diversidad cultural y las identidades regionales por lo que en la elaboración
de sus diagnósticos tenían en cuenta la historia, la economía y la geografía
de cada región.

Durante un buen período de tiempo, el ELN pudo configurar su retaguardia
estratégica, concebida esta última como zonas con gran influjo político de la
organización y con poca presencia del Estado. Dado que afrontaron durante
finales de los ochenta y principios de los noventa problemas de organización,
decidieron conformar una estructura federal a la que le costaba mucho tener
unidad de acción. Esta estructura federal, les permitió tener una fuerte
tendencia deliberativa al interior de las filas pero esto significó retrasos en la
toma de decisiones y en la estructura de mando.
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La hipótesis que sustenta el autor es que no solo la decisión en sus inicios y
buena parte de su existencia de no obtener recursos del narcotráfico
generaron el lento crecimiento de esta guerrilla. La preponderancia del
trabajo político sobre el militar y la irrupción del paramilitarismo socavaron las
posibilidades de expansión de esta organización armada.

Además, el ELN no contó con una gran escuela militar al estilo de las FARC
que les permitiera darle entrenamiento sostenido a sus miembros al mismo
tiempo que un cambio en su estrategia llevó a muchos combatientes a
realizar trabajo político. Jugaría un rol determinante también, lo que el autor
considera una falta de articulación entre lo rural y lo urbano al tratar de
implantar milicias en los barrios de las ciudades sin la debida planeación. Lo
anterior denotó una incapacidad de sus cuadros para superar la visión de la
guerra de guerrillas para dar paso a la guerra de movimientos donde el
control del territorio es una meta estratégica y no solo operativa.

Respecto la afectación causada por el paramilitarismo, es necesario
decir que; Desde finales de los años noventa la intensidad del fuego
se ha venido debilitando con la penetración del paramilitarismo a
algunos de sus territorios, ubicados en el propio corazón de sus
dominios históricos, como el sur de Bolívar, Catatumbo y
Barrancabermeja, o de zonas de menor influencia como en el
suroccidente (Valle del Cauca y Nariño).(Aguilera Peña, 2006, pág.
240)
Sin embargo, la fuerte acción paramilitar aunque ha conseguido debilitar al
ELN, no ha podido erradicarlo pues los golpes no han sido contundentes y
quizás lo más importante, no han generado la desarticulación de sus mandos
como si ha ocurrido con las FARC. Además, este grupo irregular a decir del
autor del artículo, continúa teniendo una presencia militar que aunque
irregular, mantiene vigentes las acciones tradicionales de sabotaje contra los
oleoductos, las torres de energía y las carreteras.

23

Aguilera Peña (2006) concluye planteando los retos de esta guerrilla, los
cuáles resume en cuatro aspectos

1. El primero hace referencia a las dificultades de construcción de poder
popular bajo la dicotomía de ponderar lo militar sobre lo político o
viceversa. Es bien sabido que hay dos tendencias en esta guerrilla,
una que concibe que cree que debe existir un verticalismo marcado
entre las organizaciones sociales y las estructuras armadas donde
estas últimas asuman el control. La otra, más tendiente hacia lo
político que hace una revisión de las crisis de los modelos marxistas
para señalar que los actores sociales deben ser autónomos.

2. El segundo aspecto es la participación del ELN en los procesos
políticos institucionales, la cual corre el riesgo a juicio del autor de caer
en los vicios de los partidos tradicionales como el clientelismo, la
corrupción y la burocracia, de la cual hay evidencia documentada por
Andrés Peñate, quien documentó como en Arauca existía un
“clientelismo armado” por parte del ELN.

3. El tercer reto planteado por Aguilera (2006) es superar la visión de que
los poderes políticos alcanzados significan que exista un acuerdo
político sobre su proyecto o ideal de sociedad. Estas formas de control
pueden estar reflejando miedo, poder intimidatorio de las armas, el
rechazo a la desigualdad o cualquier otra cosa menos un apoyo
directo.

4. El cuarto reto es la ambivalencia creada por su carácter político-militar
en el cuál existe debilidad en lo militar y la imposibilidad de ejercer
gobierno u oposición en lo político. Aguilera Peña (2006)
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Una visión más cuantitativa de la situación actual del ELN es aportada por la
Fundación Seguridad y Democracia, la cual muestra como la capacidad
ofensiva de esta guerrilla medida en ataques, emboscadas y hostigamientos
se redujo en un 77% entre 2002 y 2008 lo cual en términos prácticos significa
que está en capacidad de realizar alguna acción únicamente cada dos
meses. Así mismo, fieles a su línea de medición, argumentan que otro
indicador importante para evidenciar la falta de operatividad de este actor
armado es la disminución del secuestro en un 96% pasando de 646 plagios
en 2002 a 29 en el 2008. (Fundación Seguridad y Democracia, 2002-2008.)

Como razones de este debilitamiento, la Fundación asigna un peso relativo
grande al desmantelamiento del frente Carlos Alirio Buitrago que era
considerado la principal fuente de ingresos por secuestro extorsivo de esta
guerrilla. Situación similar se desprende de la reducción en un 89% de los
retenes dado que en 2002 se realizaron 72 eventos de este tipo y el 2008 tan
solo 8.

Bajo otra perspectiva, observan Ariel Fernando Ávila y Magda Paola Núñez
de la Corporación Nuevo Arcoíris, en su artículo titulado: Las dinámicas
territoriales del Ejército de Liberación Nacional: Arauca, Cauca y Nariño.
(2008) Estos autores, indican como después de la desmovilización de los
paramilitares, el ELN que tenía una tendencia hacia la desaparición, se ha
convertido en el actor armado dominante en los tres departamentos en
mención.

El escrito arroja una hipótesis que otros analistas del conflicto han formulado
también pero que hasta entonces no había sido desarrollado con amplitud: la
alianza del ELN con otras organizaciones armadas como los “Rastrojos” en
Cauca y Nariño permitieron su fortalecimiento. Así mismo y quizá más
controversial, los autores señalan que el ELN también se ha aliado al Ejército
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Nacional en algunas zonas del país en un fenómeno conocido como
“delegación del monopolio de la fuerza” por parte de las fuerzas armadas
para combatir a las FARC lo cual no hace otra cosa más que propiciar que
los actores armados ilegales provean seguridad y justicia. Además, advierten
los autores, las unidades militares que están siendo investigadas por casos
de falsos positivos, coinciden con aquellas que presentan mayores indicios o
complacencia con las fuerzas armadas.

Para ilustrarlo, (Ávila y Núñez 2008) presentan el caso de los operativos
Espada I, II y III en los cuáles obligaron a las FARC a desplazarse a la costa
pacífica, territorio ocupado por el ELN. Dado que se desencadenaron En
fuertes operativos por parte del ELN desde la costa, los Rastrojos desde el
sur y la fuerza pública desde el oriente, se desmantelaron dos de las
estructuras de las FARC.

Para reforzar el argumento, (Ávila y Núñez 2008) presentan un cuadro cuya
fuente es la fundación FORD que relaciona los departamentos del país, con
las brigadas con jurisdicción territorial en dichos departamentos, los casos de
ejecuciones extrajudiciales por las F.F.A.A entre Julio de 2006 y Junio de
2007 y los recursos recibidos por asistencia técnica de Estados Unidos.
Sorprende observar como los departamentos de Cauca, Nariño y Arauca
donde hacen presencia la vigesimonovena y decimoctava brigadas,
recibieron recursos de Estados Unidos que no se tradujeron en un
debilitamiento de las estructuras del ELN que operan en esas zonas.

Así mismo estos autores argumentan que a diferencia de lo que comúnmente
se piensa sobre la negativa del ELN de ingresar el negocio del narcotráfico,
en lo que atañe al suroccidente del país, ésta guerrilla ha ingresado de modo
directo en la producción y primera parte de la cadena de comercialización de
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droga, lo cual le ha permitido aumentar el reclutamiento y la compra de
armas. (Ávila y Núñez 2008)

De lo expuesto por los (Ávila y Núñez 2008) se infiere que si esta guerrilla
estuviera realmente derrotada, la mayoría de sus estructuras serían proclives
a la negociación, situación que para el caso de Nariño y Cauca es limitada
pero para el caso de Arauca donde opera el frente Domingo Laín es
inexistente. No obstante anotan los autores, la relación del ELN con el
narcotráfico es ambivalente dado que mientras hay algunos frentes que han
incursionado en el negocio, existen otros especialmente en Arauca que se ha
opuesto al narcotráfico llegando incluso a obligar a los campesinos a
erradicar la siembra de coca.

Otro fenómeno documentado por los autores, producto de su investigación
es el arribo durante 2009 de grupos armados emergentes como fenómeno
relacionado con la explotación maderera y la concentración de la tierra antes
que con los cultivos de uso ilícito.

Así mismo, mediante trabajo de campo desarrollado por la Corporación
Nuevo Arcoíris, los autores constataron como en los departamentos de
frontera como Arauca, el ELN y no las FARC controlan cinco de los siete
pasos fronterizos ilegales mientras que en Norte de Santander, el control de
los pasos es disputado por el ELN y las Águilas Negras lo cual supone
también un alto grado de corrupción de las autoridades de frontera tanto del
lado colombiano como del lado venezolano.

Como la dinámica del conflicto ha venido cambiando, en la actualidad el
departamento del Cauca que posee salida al mar, riqueza minera, expansión
de monocultivos y megaproyectos, es un lugar que sostiene la presencia del
ELN en municipios como Almaguer, Rosas, San Sebastián, Bolívar, La Vega,
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La Sierra, Santa Rosa, Timbío y Florencia. Así, desde 2003, el ELN amplió
en un 150% sus estructuras en el departamento del Cauca al igual que el
número de combatientes. Con posterioridad a la desmovilización del bloque
Calima de las AUC, el ELN retomo sus antiguas zonas de influencia y para
mantenerlas, estableció alianzas con los Rastrojos para combatir a las FARC
y para resistir a otras bandas emergentes.

Una situación similar exponen los autores, ocurre en Nariño, donde la disputa
por las rutas del narcotráfico y los cultivos de uso ilícito es cada vez mayor.
La erradicación manual de cultivos ha fracasado en este departamento y dos
de las rutas de narcotráfico, la marítima por Tumaco y la terrestre por la
frontera con Ecuador hacen muy conflictiva la situación del departamento.
(Ávila y Núñez 2008)

No obstante los cultivos de uso ilícito no son lo único que hay en disputa en
este departamento, sino también por la exploración y explotación minera,
sobre todo donde se está desarrollando el megaproyecto Belem do Pará–
Tumaco, que pretende construir una vía de comunicación entre la
desembocadura del río Amazonas y la Costa Pacífica, en la frontera de
Colombia y Ecuador.

1.3 EL PARAMILITARISMO

Aunque la lectura sobre el NEO- paramilitarismo se aborda a lo largo del
documento, abordar de manera específica algunas situaciones del conflicto
entorno al paramilitarismo tradicional, facilitara una aprehensión del actual
estado de este grupo armado.
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La investigación sobre los resultados de la implementación de la justicia
transicional según el Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad
(DeJusticia) no ha se ha dado en un contexto adecuado en donde sea
completada la “transición”, dado que durante el 2006.
El sistema colombiano de rendición de cuentas y de control sobre el desarme
ha mostrado ser poco confiable y frágil.

Desde el comienzo del proceso, las escasas armas y municiones
recolectadas y decomisadas hasta el 2006, en comparación con el
número de desmovilizados oficiales, hacen pensar que las facciones
escondieron material bélico. Si bien no de forma presencial y notoria
por parte de la organización, pero si utilizando menores de edad
fácilmente camuflados entre la población y no reportados como
miembros.(EL IMPARCIAL., 2010).

Un desmantelamiento parcial y posiblemente se pueda también pensar en un
escenario confuso, es decir, “un desarme” restringido, reconociendo la
posibilidad de que centenares de “paramilitares” se reincorporen o reagrupen
en sus estructuras o conformado organizaciones más atomizadas, o bandas
insurgentes. (Esta reflexión se puede sumar a la cantidad desconcertante de
falsos positivos, y de acusaciones sobre falsas desmovilizaciones.)
Detrás una institucionalidad frágil, en algunas zonas donde la presencia del
Estado sigue siendo limitada, o necesariamente concertada, sobre todo en
grandes extensiones territoriales, se ha vivido una aparente para-estatalidad
y se ha constituido en la “autoridad” real en estos territorios.

La presencia activa y la presión política manifestada en los intereses
paramilitares en los procesos electorales6, obligaron a que decenas de

6

Lo que hoy en día se conoce como la parapolítica.
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políticos y actores se vieran favorecidos, o se vieran obligados a legitimar de
manera política la presencia de estos grupos.

El paramilitarismo en Colombia está viviendo dos procesos paralelos en
Colombia, el surgimiento de nuevas facciones, o el neo-paramilitarismo y por
otro lado el desarrollo del proceso de Justicia transicional. Respecto al
proceso de Justicia y paz, has varias dificultades que han tornado en
escabroso la transición y transformación del conflicto.

En primera instancia Dejusticia, refleja en sus investigaciones que la
extradición de autores paramilitares en medio de procesos de reparación,
genera puntos de quiebre tanto en la responsabilidad jurídica y en la perdida
de garantías de cara a las víctimas, que demandan restitución de tierras de
forma urgente.

El gobierno afirma que Algunas de las confesiones más impactantes
sobre sus crímenes han tenido lugar después de su extradición.
Desde entonces, se han llevado a cabo 33 audiencias públicas a
través de videoconferencia, en 13 procesos, en el marco de la
jurisdicción de Justicia y Paz. De manera similar, 37 audiencias
públicas en 21 procesos han tenido lugar en el marco de la jurisdicción
penal ordinaria.(Cancilleria de Colombia)
Esto ha incrementado los reclamos de víctimas que advierten que no pueden
interponer ninguna acción jurídica por el hecho de que los extraditados ya se
encuentran en otra jurisdicción y por cuestiones de distancia, diferencias de
derecho, normatividades internacionales, etc, los procesos de reparación aún
pueden demorar mucho más.
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En cuanto a la efectividad judicial, DeJusticia ha trazado sus investigaciones
a partir del cumplimiento que hasta ahora se le ha dado a los llamados
principios de Joinet.
Según el cual, “los Estados tienen cuatro obligaciones inderogables,
exigibles incluso en procesos de transición: (1) la satisfacción del
derecho a la justicia, (2) la satisfacción del derecho a la verdad, (3) la
satisfacción del derecho a la reparación de las víctimas, y (4) la
adopción de reformas institucionales y otras garantías de no
repetición.(Botero & Restrepo, 2006)”

Teniendo en cuenta estos principios Dejusticia, da a conocer que más allá de
la garantizar los anteriores, la justicia transicional en el caso paramilitar sigue
enfrentando un complejo dilema entre las exigencias de justicia y paz, y la
estabilidad que demanda todo el proceso, ligado en un extremo a un perdón
general de los crímenes atroces y también en el extremo opuesto,
consistente en la penalidad absoluta e inflexible de dichos crímenes, además
de la falta de un mecanismo efectivo en aras de conocer la verdad a
profundidad.
En el país aún se debate entre el sistema judicial y el poder ejecutivo, en
cuanto se refiere al carácter que se les debe otorgar “status jurídico” a los
diversos actores de la guerra, particularmente, en el caso que nos ocupa, a
los sujetos vigentes en la Ley de Justicia y Paz.
En el marco del año 2007, en pleno proceso de negociación, uno de los
mayores desafíos encontrados consistía en transformar a miles de
combatientes paramilitares en sujetos de derecho responsables con el
respeto de los valores democráticos y capaces de participar en la vida social,
política y económica del país, si bien Fundación Social confirma que esto es
una exigencia común a los Estados que buscan reconstruir unos valores
institucionales, opinan que, “en Colombia las exigencias relativas al desarme,
desmovilización y reinserción (DDR) de combatientes son mayores debido a
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que el elevado número de personas involucradas en la guerra demanda un
esfuerzo económico mayor, y a que la persistencia de las hostilidades
amenaza permanentemente la sostenibilidad, credibilidad y efectividad de
cualquier programa de DDR. ”(Social, 2007)

El Centro de Estudios Políticos e Internacionales (Cepi) alerta que en la
coyuntura nacional durante el 2009 “se debe tener en cuenta que existe una
polarización entre aquellos que exigen verdad, justicia y reparación y
aquellas personas que supeditan al logro de un acuerdo de paz con los
grupos paramilitares, el no juzgamiento de sus crímenes.”(Internacionales,
2007)

Las investigaciones de Éric Lair de la Facultad de Ciencia política y Gobierno
de la Universidad del Rosario, arrojan resultados en la misma dirección.

Las autoridades no han reunido las condiciones para una integración
diferenciada según un perfil individual definido en función de la edad,
la pertenencia socio-cultural a una región, las expectativas laborales,
etc. Más bien, se ha creado una dependencia insidiosa e inadecuada
al ofrecer a los desmovilizados actividades en el campo y una
remuneración mensual, denominada “asistencia humanitaria”, durante
un tiempo determinado.(Lair)
Lo cual invita a reflexionar sobre la importancia de trabajar más a fondo de
manera integral en políticas públicas para los desmovilizados y las zonas
receptoras que abarquen posibles escenarios a futuro, en cuanto a la
efectiva vinculación a la economía de la zona, a las características
socioculturales de estas en aras de prevenir traumatismos sociales mayores
a los actuales.
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Por su parte, la oficina en Colombia del Alto Comisionado de Naciones
Unidas en varios de sus informes ha evidenciado que “las fallas no son
exclusivas de los componentes de desmovilización y reinserción, sino que se
presentan desde el proceso mismo de desarme, con lo cual la autenticidad
de la voluntad de paz de los actores armados queda en entredicho”.
(Humanos, 2005), lo cual conlleva a formular unos planteamientos acerca del
real impulso de los excombatientes para dejar atrás sus accionar bélico en
aras de visionar mejores condiciones de vida a cambio de ciertas y posibles
“garantías” que aun hoy no son del todo claras y precisas.

Además, cabe la posibilidad del resurgir de la violencia selectiva en sectores
con alta importancia geográfica, con consecuencias observables y medibles
en los indicadores de desplazamiento interno, lo que concuerda con
resultados de los investigadores Jacob Rothing y Richard Skretteberg del
Consejo Noruego para los Refugiados adscrito a Acnur,
Este desalentador panorama se vislumbra mientras los grupos
paramilitares se reagrupan y perduran los conflictos entre el ELN y las
FARC, conflictos que conllevan agresiones repetidas a la población
civil, violencia sexual y reclutamiento de menores. Los esfuerzos
militares por controlar el territorio y erradicar las plantaciones de coca
tan sólo han conseguido exacerbar una situación funesta y acuciar
desplazamientos masivos.(Skretteberg, 2009)

Aunque no se comparte un optimismo en un futuro inmediato, se resalta que
se debe afianzar y trabajar más en políticas preventivas por parte estatal y
por organizaciones sociales que podrían reducir significativamente los
riesgos que sufre la población civil, formando los anteriores parte de una
profunda reflexión que amerita compartir con la población dada la facilidad
con que se muestra a esta un mundo de dinero fácil y se vende como salida
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oportuna a la precaria situación de ingresos y de desarrollo humano en
muchos lugares del país.

1.4 El PARAMILITARISMO Y SU NUEVA DIMENSIÓN.
Aunque mucho se ha escrito sobre el paramilitarismo en Colombia, tras la
desmovilización de las estructuras de las Autodefensas Unidas de Colombia
y su reinserción a la vida civil a través de la ley de justicia y paz, no son
muchos los análisis que se han hecho de la manera en que nacen, se
expanden y controlan territorios las nuevas estructuras armadas que han
emergido para copar los espacios dejados y que en una gran proporción
tienen una relación muy fuerte con el narcotráfico.

Quizás uno de los centros de pensamiento que mayor seguimiento han
hecho de estas nuevas estructuras es la Corporación Nuevo Arcoiris.
Mauricio Romero y Angélica Arias, investigadores del Observatorio del
Conflicto Armado de esta corporación, en un texto titulado: Sobre
Paramilitares, Neoparamilitares y Afines: Crecen sus Acciones Criminales,
¿Qué dice el Gobierno?, comienzan por definir qué se entiende por
neoparamilitares. En ese sentido, los presentan como “grupos reorganizados
luego de la desmovilización de las AUC en las diferentes regiones de
influencia de esa organización, en la que participan antiguos miembros de los
diferentes frentes de las AUC, no desmovilizados de esa organización, y
nuevos enlistados”. (Romero & Arias, 2009, pág. 44)

Es de tal relevancia el auge de estas bandas, que (Romero & Arias, 2009)
ponen de manifiesto como en la actualidad se vive una situación tal que los
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grupos armados ilegales diferentes a la guerrilla, han tenido una mayor
capacidad operativa en acciones no directamente ligadas al combate que la
de la organización rebelde. Continúa acrecentando la gravedad de la
situación, el hecho de que estas estructuras tienen presencia tanto en lo rural
como en lo urbano mostrando particular evolución en la influencia sobre
ciudades tan importantes como Medellín y Bogotá.

Los autores barajan la hipótesis de que tras 7 años de aplicación de la
política de seguridad democrática, efectiva para contener a las guerrillas en
algunas zonas del país, no se vislumbran resultados similares para
contrarrestar el crecimiento y la expansión de las bandas emergentes. La
situación se complica cuando se constata que a diferencia de las guerrillas
cuyo objetivo de lucha es destruir el Estado, estas bandas en cambio, tienen
por objetivo el control por la fuerza de territorios, población y flujos de
mercancías de los cuales puedan derivar una extracción de rentas
económicas, políticas y militares, siendo las principales víctimas de sus
acciones la población no armada sin capacidad de respuesta.

Por esta razón, muchas de las actividades perpetradas por estas bandas
tienden al subregistro por ausencia de denuncias y el temor a las represalias.
A pesar de estas limitaciones de información, los autores hacen un esfuerzo
por documentar con cifras el accionar de estas bandas. Para el inicio de
2008 el número de acciones de las FARC estaban alrededor de 400 por año,
cifra similar a la registrada por los grupos neo-paramilitares en ese mismo
período. Para el año 2009 en cambio, el número de acciones de los grupos
paramilitares doblaron el de las FARC sin que esto significara un
replanteamiento por parte del Gobierno de su política de seguridad.

Precisan

(Romero & Arias, 2009) que aunque las bandas emergentes o

neoparamilitares se caracterizan por no tener una organización nacional, una
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estrategia conjunta o un liderazgo identificable, comparten con los antiguos
paramilitares cierta disposición a apoyar el status quo local, a estigmatizar la
movilización social en torno a la exigibilidad de derechos y a ver en la
oposición una amenaza para los poderes regionales de facto.

Su proclividad al control social y político convierte a estas estructuras en
herramientas útiles para fuerzas conservadoras y autoritarias que han podido
instrumentalizar a su favor el accionar de estas bandas. Así, esta inclinación
al control y la presión violenta se ha convertido en bien transable a cambio
de tolerancia frente a sus actividades incluido el narcotráfico.

Tomando resultados estadísticos del Centro de Recursos para el análisis del
conflicto- CERAC- de la Universidad Javeriana, los autores comparan en una
serie de tiempo de 1989 hasta 2009, la evolución de las acciones unilaterales
de las FARC, el ELN, los paramilitares y los neoparamilitares y las fuerzas
estatales. El gráfico muestra una tendencia entre 1989 y 1997 de predominio
en número de acciones de las FARC y del ELN sobre el ejército.

En el año 1998 se muestra un pico brusco tras la irrupción de la violencia
paramilitar que de alguna manera tiene el efecto de arrastre al incrementar
también las acciones de las dos guerrilleras pero en proporciones inferiores.
En 1999 se observa una baja generalizada de las acciones de todos los
grupos. Sin embargo a partir de 2002 se evidencia una escalada en las
acciones de las FARC pero un repunte muy grande en la iniciativa de la
fuerza pública que sobrepasa cualquier estimación anterior.

A partir de 2007 cuando irrumpen los neoparamilitares, se puede discernir
que este actor armado se constituye como la principal amenaza para la
seguridad pues tiene los picos más altos dentro del gráfico llegando el 2009
a casi 500 acciones.
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Dada la disparidad de las fuentes de información, algunas estimaciones
realizadas por Nuevo Arcoíris y por CEREC no coinciden, pero existen varios
atributos que permiten concluir que el crecimiento e influencia territorial de
los grupos neoparamilitares va en aumento. En el balance anual del estado
de la guerra presentado por Nuevo Arcoíris en 2008, se hablaba de que los
neoparamilitares tenían presencia en 247 municipios del territorio nacional,
siendo la costa atlántica la que concentraba el 30% de la actividad total
nacional de estas agrupaciones.

Otras fuentes como CERAC hablaban de 158 municipios afectados mientras
que la MAPP/OEA estimaba en 153 los municipios con presencia de las
bandas neoparamilitares. Mientras tanto el gobierno nacional que en sus
cuentas hablaba de no menos de 100 municipios, no mostraba disposición a
decir de los autores por llevar a cabo estudios rigurosos de la información.

En general, estos grupos; Se han convertido en el azote de las
organizaciones de víctimas que buscan la restitución de sus
tierras en la Costa Atlántica, el Bajo Cauca y el Magdalena
Medio como lo demuestran los informes de riesgo del Sistema
de Alertas Tempranas de la Defensoría del Pueblo. (Romero &
Arias, 2009, pág. 48)
Así mismo, anotan los autores, ha existido un cambio en la modalidad del
uso de la fuerza por parte de estos grupos pasando de los combates en el
período de negociación con el gobierno a la amenaza y la intimidación. El
asedio a líderes de organizaciones sociales, de víctimas y de desplazados se
ha convertido en la constante de estos grupos armados especialmente en la
Costa Atlántica, Antioquia y el suroccidente del país.

Si se estableciera un promedio mensual de víctimas humanas, habría que
decir que al menos dos víctimas de estas organizaciones han sido
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asesinadas en 27 meses (hasta primer semestre de 2009 ya suman 59) en
un contexto de justicia transicional donde se supone que el Estado debería
proteger a las víctimas y darles garantías de no repetición.

Otro de los indicadores que llevan a preguntarse por la eficacia real de la
política de seguridad democrática, es el desplazamiento forzado, el cual tras
un descenso entre 2003 y 2005, ha reportado a partir de 2008 incrementos
que asemejan los niveles del año 2001 el cuál ha sido hasta ahora el año
pico en esta materia. Dicen (Romero & Arias, 2009) que 250.000
desplazados anuales dan cuenta de problemas estructurales en la
prevención en materia de desplazamiento.

Observar regionalmente el desplazamiento dicen los autores permite dar
cuenta de la participación de los grupos neoparamilitares en este fenómeno.
En la costa atlántica por ejemplo, las operaciones militares estatales han
bajado significativamente, por lo que se deduce que el causante del
desplazamiento forzado que se registra como “no disponible”, son grupos
neo-paras. El caso de los departamentos de Córdoba y Bolívar presentan los
niveles más altos, y el total de desplazados de la región podría estar en
cerca de 20.000 personas para el 2009, cifra que si bien es menor que la del
2008, todavía sigue siendo alta.

Para finales de 2009, aparte de las anotadas regiones con especial
presencia de neoparamilitares, la costa atlántica y el suroccidente del país,
otras regiones como los llanos orientales en los departamentos de Meta,
Guaviare y Casanare, han sufrido los embates del Ejército Revolucionario
Anticomunista de Colombia- ERPAC- compuesto por 1300 hombres y dirigido
por alias cuchillo.
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Si se suman los 247 municipios con actuación de bandas neoparamilitares
en 2008 reportados por Nuevo Arcoíris y los 46 municipios con presencia de
estos grupos en 2009 reportados por la Vicepresidencia de la República,
hablaríamos de 293 municipios afectados. Ahora bien, si se analiza la
ubicación, se concluiría que tienen disposición a ubicarse en las principales
vías y alrededor de los centros urbanos.

2. AFECTACIONES DEL CONFLICTO A TERRITORIOS Y POBLACIONES
ESPECÍFICAS
Es preciso advertir que el conflicto armado colombiano ha tenido
implicaciones diferenciales para ciertos tipos de población. De acuerdo a los
estándares internacionales en derechos humanos, concretamente el Derecho
Internacional de los Derechos Humanos, señalan que son sujetos de
especial protección en virtud de la vulnerabilidad y del impacto de la guerra
las mujeres, los adultos mayores, los niños, los indígenas y los negros.

Colombia posee uno de los marcos jurídicos de protección más avanzados
del mundo y a través de sucesivos gobiernos y gracias a la intervención de la
Corte Constitucional, se han creado mecanismos con carácter vinculante
para garantizar la restitución de los derechos de las víctimas del conflicto.
Abundante es la jurisprudencia de la corte en materia de las víctimas más
numerosas de la violencia en el país: las personas en situación de
desplazamiento que suman casi cuatro millones de personas7. Al respecto
pueden citarse la sentencia T-025 de 2004 que declara el Estado de cosas
inconstitucional en materia de desplazamiento y sus múltiples autos de
7

Esta cifra es manejada por CODHES y ACNUR principalmente pues los datos
oficiales del registro de personas en situación de Desplazamiento es llevado por
Acción Social que a corte 31 de Julio de 2010 habla de 3.486.305 personas
desplazadas.
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seguimiento que enfatizan en la necesidad de crear políticas públicas
destinadas hacia la restitución de los derechos de las mujeres (auto 092 de
2008), los niños (auto 251 de 2008), los pueblos indígenas (auto 004 de
2009), población afro descendiente (auto 005 de 2009), personas
desplazadas con discapacidad (auto 006 de 2009) entre los más recientes.

Así mismo y como se verá con mayor detalle en el tercer apartado de este
documento, las demás víctimas del conflicto, aquellas que no sufrieron el
delito del desplazamiento pero que sufrieron otros delitos como el asesinato,
la tortura, la desaparición forzada, la violencia sexual, el despojo de tierras y
la ejecución extrajudicial presentan afectaciones diferenciales que los sitúan
en

condiciones

de

vulnerabilidad.

A

continuación

se

tomarán

en

consideración varios grupos poblacionales de víctimas para analizar el
impacto de los rigores del conflicto en ellos: las mujeres, los indígenas y los
afrocolombianos.

2.1 IMPACTO DEL CONFLICTO SOBRE LOS PUEBLOS INDÍGENAS
Tradicionalmente, los pueblos indígenas han reivindicado los derechos al
territorio, la autonomía, la dignidad y la supervivencia de sus pueblos y por
ello han sido objeto de persecución, estigmatización, asesinato y
judicialización por parte del Estado en algunos casos. Durante el gobierno de
Álvaro Uribe y hasta 2008 se reportaron 200 asesinatos de líderes indígenas,
sin embargo los registros de la Organización Nacional Indígena de ColombiaONIC hablan de 1244 asesinatos en el mismo período (2002-2008). Así
mismo la ONIC reportó para el año 2008, “127.871 violaciones de los
derechos

de

los

desplazamiento,

pueblos

tortura,

indígenas

en

desapariciones,

diversas

categorías

confinamiento,

como

amenazas

y

acciones militares en propiedad de resguardos”. (Organización Nacional
Indígena de Colombia, ONIC, Dic. 2008- En. 2009.)
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Así mismo documenta la ONIC que el desplazamiento indígena en los
últimos siete años llega a 70.351 víctimas lo que ha propiciado que 32
pueblos indígenas se encuentren en vías de extensión de los cuáles 18 se
encuentran en alto riesgo de desaparición inmediata.

De otro lado, otros derechos vulnerados a los pueblos indígenas que los
afecta especialmente por su relación con el territorio es el despojo de la
tierra. Casi la totalidad de las organizaciones indígenas levantaron su voz de
protesta contra el Estatuto de Desarrollo Rural que formuló el Gobierno Uribe
y que posteriormente la Corte Constitucional declaró inexequible por no
haber cumplido con el requisito de la consulta previa. El Estatuto pretendía
hacer reformas estructurales en cuanto a la tenencia de la tierra por parte de
los pueblos indígenas formalizando el despojo. Continuando con esta línea
de análisis, la ONIC afirma que las estadísticas del gobierno no son fiables.

Un 85% del total de los 31,2 millones de hectáreas que poseen los
diferentes pueblos indígenas no son cultivables porque están ubicadas
en parques, desiertos, páramos, lagunas, montañas y selvas de la
Orinoquía, la Amazonía, el Chocó y la Guajira donde además habita
solamente el 20% de la población indígena de Colombia.
(Organización Nacional Indígena de Colombia, ONIC, Dic. 2008- En.
2009.)
Igualmente, aducen que 1,41 millones de indígenas colombianos a penas
poseen 3.12 millones de hectáreas de tierra utilizables, es decir menos de
tres hectáreas por persona. Los indígenas representan el 14,2% de la
población rural del país, pero solo poseen el 6,58% de las tierras con
vocación agropecuaria.

Situación particularmente problemática es la que presentan los indígenas no
resguardados, es decir aquellos que por el desplazamiento forzado, por las
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migraciones por causas económicas o la implementación de megaproyectos,
han tenido que abandonar sus territorios ancestrales. Se estima que en esta
situación se encuentran alrededor de 445.084 indígenas a los cuáles el
Estado colombiano no les ha garantizado su derecho a un territorio colectivo
dado que la propiedad privada es un concepto muy poco común entre los
indígenas.

En ese sentido la reparación para los indígenas debe incluir cuatro aspectos
esenciales: la recuperación, fortalecimiento y restructuración de la autonomía
ejercida por sus autoridades tradicionales y sus organizaciones, el
restablecimiento del equilibrio mediante prácticas colectivas, familiares e
individuales a través de los médicos tradicionales, la devolución o restitución
de los territorios a la población indígena desplazada en condiciones dignas,
seguras y con estabilización socioeconómica y la indemnización por los
daños culturales, espirituales, morales y materiales causados a los pueblos
indígenas.

Así mismo, es necesario garantizar el derecho a la consulta previa cuando se
prevea desarrollar megaproyectos de desarrollo donde estén comprometidos
territorios colectivos de pueblos indígenas. Esta consulta previa no debe
hacerse de cualquier modo sino apelando a instancias suficientemente
representativas de los pueblos, ilustrándolos sobre el alcance y sobre la
manera en que los proyectos podrían afectarlos y dándoles oportunidad de
que se pronuncien al respecto.

La Corte Constitucional mediante sentencias C-030 de 2008 y C-175 de 2009
enfatizó en que la consulta previa debe entenderse como un instrumentos
para proteger los derechos de los pueblos y el medio ambiente y que es
mucho más que un requisito para otorgar una licencia ambiental. De igual
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manera, sentenció la Corte, la consulta previa no debe entenderse como una
acción de información previa. (Sentencia C-175, 2009)

Aunque ni el convenio 169 de la OIT ni la Corte Constitucional le dan poder
de veto a las comunidades indígenas, por cuanto ésta se entiende como una
negociación de los impactos sociales, ambientales, culturales, políticos y
territoriales.

Libia Grueso, consulta en derechos humanos culturales y ambientales
afirma que, aunque los funcionarios públicos dicen que los pueblos no
tienen derecho a vetar una obra, la Declaración de las Naciones
Unidas sobre el Derecho de los Pueblos Indígenas estipula que si se
constatan daños irreversibles y graves la obra no debe realizarse.
Opinión de Laura Grueso citada en (PNUD, 2009)
Lo anterior significa que la información a las comunidades debe ser
adecuada, oportuna y fácil de comprender por lo que no se puede pretender
que una vez se de la información se busque la firma de los miembros de las
comunidades para que acepten el proyecto.

Sobre las afectaciones específicas a los pueblos indígenas producidos por el
conflicto armado y el desplazamiento, la Corte Constitucional valiéndose del
análisis de entidades como la Defensoría del Pueblo, el Alto Comisionado de
las Naciones Unidas para los Refugiados-ACNUR, la Vicepresidencia de la
República, Acción Social, el Ministerio del Interior y de Justicia y las
organizaciones indígenas ha documentado a través del auto 004 de 2009 el
que quizás sea el estudio más completo sobre las afectaciones a los pueblos
indígenas.

Los pueblos identificados como en peligro según el auto, son; Wiwa,
Kankuamo, Arhuaco, Kogui, Wayuu, Embera-Katio, Embera-Dobida, EmberaChami, Wounaan, Awa, Nasa, Coreguaje, Cofan, Siona, Betoye y Nukak-
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Maku. Frente a los primeros, habitantes de la Sierra Nevada de Santa Marta,
la afectación se debe principalmente a la incursión de la guerrilla en los años
ochenta para posteriormente agravarse con la incursión de los paramilitares.
La disputa por el control de este territorio se debe a su carácter estratégico
pues tiene salida al mar, lo cual posibilita el tránsito de armas y droga y por
otro lado, los vastos recursos naturales hacen atractiva a esta región para
fines privados.

Las acciones insurgentes y contrainsurgentes han generado el
asesinato de líderes y miembros de la etnia, desapariciones forzadas,
quema y destrucción de viviendas y poblados, desplazamientos
forzados, y reclutamientos de miembros individuales de la comunidad,
entre 47 otras violaciones graves de los derechos humanos y el
derecho internacional humanitario (Anexo: Análisis Focalizado de la
situación de los pueblos indígenas colombianos mayormente
afectados por el conflicto armado interno y el desplazamiento forzado.,
2004).

Algunos de estos pueblos de la Sierra Nevada han tenido incluso medidas
cautelares para su protección como en el caso de los Wiwa para quienes en
2005, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, señaló:

La información disponible indica que durante los últimos dos años este
pueblo indígena ha sido víctima de una serie de actos de violencia
paramilitar incluyendo el asesinato de aproximadamente 50 líderes
indígenas, el desplazamiento forzado de más de 800 personas y la
afectación de la situación humanitaria de las comunidades de La
Laguna, El Limón, Marokazo, Dudka, Linda y Potrerito. (Comisión
Interamericana de Derechos Humanos, citado en Auto 004., 2009)
Sobre el pueblo Kankuamo, la Corte documenta que:

Ha sido quizás el más golpeado de los cuatro pueblos de la Sierra por
la violencia del conflicto armado. Las guerrillas y los grupos
paramilitares han causado asesinatos selectivos, masacres,
desapariciones, hostigamiento sexual a mujeres y niñas, abuso.
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También se ha denunciado la comisión de detenciones masivas y
arbitrarias, torturas, asesinatos selectivos, desapariciones forzadas,
señalamientos y hostigamientos por parte de las Fuerzas Armadas y
otros agentes estatales. En 6 años se han presentado 228 asesinatos
políticos selectivos de líderes, mamos, mujeres y otros; generando
200 viudas, 700 huérfanos, en total impunidad. (Auto 004 de 2009 de
seguimiento a la Sentencia T-025 , 2004)
Los Kankuamos en el 2003 también recibieron medidas cautelares por parte
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y en el 2004 a raíz de que
hubo 32 muertes después de la declaración de las medidas cautelares, esa
misma corte adoptó medidas provisionales de protección. A juicio de la Corte
Constitucional basada en múltiples fuentes de información, ha dicho que el
conflicto armado también ha generado numerosos impactos de otra índole
sobre los derechos colectivos e individuales de los Kankuamo.

Se reportan restricciones constantes a la movilidad de la población y
los horarios de circulación, así como restricciones de acceso a ciertas
partes del territorio por parte de las Fuerzas Armadas, los
paramilitares y las guerrillas. También se reportan restricciones al
paso de alimentos y de medicamentos, por parte de los grupos
armados ilegales y de la fuerza pública, en tanto estrategia bélica para
impedir que tales insumos lleguen a los grupos armados. La
restricción al paso de alimentos, junto con el robo de ganado, cultivos
y alimentos por los grupos armados, ha generado una grave situación
de inseguridad alimentaria entre las comunidades. La seguridad
alimentaria también ha sido afectada por la disminución de la
capacidad productiva, dado el alto número de parcelas abandonadas
por familias desplazadas a los centros urbanos. (Auto 004 de 2009 de
seguimiento a la Sentencia T-025 , 2004)
Sobre la afectación de pueblos de otros lugares a la costa atlántica, es de
especial importancia la situación de los Embera-Katío, a quienes el impacto
generado por la construcción de la represa Urrá en el Río Sinú, “afectó la
autonomía alimentaria de los Embera-Katío, porque el cambio de nivel del río
redujo las especies de peces de las que dependían consuetudinariamente,
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haciéndolos dependientes de comida que compran en los mercados” (Auto
004 de 2009 de seguimiento a la Sentencia T-025 , 2004)

Así mismo, los Embera-Katío han sido víctimas de violaciones de Derechos
Humanos por los paramilitares y las guerrillas –principalmente las FARC.
También denuncian algunos casos de vulneraciones de sus derechos por
parte de miembros individuales de la Fuerza Pública. En la base de la
afectación de este pueblo por el conflicto armado se encuentra el hecho de
que el territorio tradicional se transformó en teatro de operaciones militares,
por la presencia de las tres partes en conflicto, sus confrontaciones, y el
involucramiento de la población civil, principalmente de la población indígena,
en el conflicto.

En ese sentido, la Corte Constitucional señala que; La guerrilla de las
FARC ha cometido graves crímenes contra el pueblo Embera-Katío
por ejemplo, el reclutamiento forzado constante de niños, niñas y
jóvenes indígenas; el control al paso de personas, víveres y alimentos;
y la intensificación de la siembra de minas antipersonal en el territorio
tradicional desde 2005, especialmente en la parte alta del Río
Esmeralda. Los grupos paramilitares, por su parte, han señalado
constantemente a los Embera-Katío de ser guerrilleros o
colaboradores de la guerrilla, asesinando selectivamente a varios de
sus miembros. Se denuncia también que ha habido señalamientos por
parte de miembros de las Fuerzas Armadas (Auto 004 de 2009 de
seguimiento a la Sentencia T-025 , 2004)
Finalmente, merece especial énfasis el pueblo Awa de Nariño que es en la
actualidad el que afronta riesgos más graves para su supervivencia. A este
respecto afirma la Corte “los derechos fundamentales individuales y
colectivos del pueblo Awá están sujetos a violaciones de naturaleza
“permanente, sistemática y generalizada”, derivadas de infracciones
constantes del Derecho Internacional Humanitario por todos los actores
enfrentados en el conflicto armado colombiano”. (Auto 004 de 2009 de
seguimiento a la Sentencia T-025 , 2004)
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De otro lado, la penetración del narcotráfico en el territorio hizo más
vulnerables a los Awá y generó cambios en las dinámicas socioeconómicas
locales y la configuración del conflicto, por la invasión del territorio, la
violencia, la descomposición social, y la aculturación de los jóvenes. Además
el auge de los monocultivos lícitos e ilícitos en la región ha generado
cambios en la estructura de la tenencia de la tierra: ahora priman latifundios
para la explotación industrial de diferentes productos. También ha causado
cambios ambientales por la destrucción de la selva.

El incremento de los cultivos de coca implica un aumento en las estrategias
de erradicación por fumigación, sin consulta previa, y con quejas por los
indígenas de afectación de cultivos de pancoger, de animales y del medio
ambiente – en este sentido han informado que se ha afectado la pesca por la
contaminación de las aguas, y se ha generado la destrucción de la selva.
Según han denunciado las autoridades Awá, ello ha traído repercusiones
negativas sobre

la salud,

principalmente

problemas dermatológicos,

digestivos, respiratorios y visuales, especialmente en los niños y adultos
mayores.

2.2 IMPACTO DEL CONFLICTO ARMADO SOBRE LAS COMUNIDADES AFRO
DESCENDIENTES
Para los miembros del Proceso de Comunidades Negras en Colombia,
PCN “el pueblo negro ha sufrido el impacto desproporcionado del
conflicto armado interno, expresado entre otros en el desplazamiento
forzado, el emplazamiento y la limpieza étnica en muchos territorios en
los que-además- estas comunidades perdieron el control social,
cultural y ambiental de los mismos y, en algunos casos, su dominio y
propiedad. ( PNUD, Diciembre 2008-Enero 2009.)
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Los impactos de la guerra han generado un ordenamiento territorial y un
ejercicio del poder que rompe la integralidad y la autonomía del pueblo
negro. Algunas de las afectaciones de los afro descendientes en Colombia
han sido descritos con suficiencia por la Corte Constitucional en su auto 005
de 2009. Durante el proceso de seguimiento a la sentencia T-025 de 2004,
numerosas organizaciones defensoras de los derechos humanos, consejos
comunitarios8 y organizaciones de población afrocolombiana, remitieron
información a la Corte para realizar el anexo del auto titulado Casos
emblemáticos que reflejan la gravedad de la crisis humanitaria que enfrenta
la población afrocolombiana.

En el mencionado diagnóstico, se hace un detallado análisis de las
comunidades negras del departamento del Chocó. Casos emblemáticos los
constituyen las comunidades de Curvaradó y Jiguamiandó las cuáles han
sufrido la violencia y el despojo de tierras desde 2001 como parte de la
expansión de los megaproyectos de siembra de palma africana y de
ganadería extensiva, los cuáles se desarrollaron pese a la existencia de
Títulos colectivos sobre estos territorios.

Las modalidades utilizadas para el despojo son de extrema gravedad por
involucrar a miembros de la fuerza pública, así lo describe el Comité de
Expertos en la Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OITCEACR-.
El despojo se realizó por medio de acciones jurídicas ilegales de las
empresas palmicultoras mediante la celebración de contratos
violatorios de la Ley 70 de 1993, la suplantación personal, la falsedad,
la creación de figuras jurídicas para hacer aparecer el aval de estas
comunidades, la suplantación de cargos de los representantes de las
comunidades debidamente reconocidos e inscritos, los acuerdos para
8

La ley 70 de 1993 define como principales formas de asociación territorial de las
comunidades afrocolombianas a los consejos comunitarios, que en analogía con las
etnias indígenas serían algo así como los cabildos.
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la implementación de los cultivos facilitados por funcionarios públicos
miembros de las fuerzas militares, la coacción y la amenaza directa a
los pobladores que en muchas ocasiones se vieron obligados a vender
sus propiedades por temor. (Comité de Expertos en la Aplicación de
Convenios y Recomendaciones de la OIT-CEACR, 2006)
El modus operandi de apropiación de la tierra de estas comunidades tuvo
patrones comunes con otras dinámicas de despojo en otras partes del país,
especialmente en la costa atlántica dado que los paramilitares se habrían
establecido en 2007 en tierras comunitarias y habrían proferido amenazas y
acusaciones contra los habitantes de las comunidades de pertenecer a la
guerrilla, lo cual dada la situación del país pone gravemente en riesgo su
vida.

Debido a estas situaciones la Corte Interamericana decidió al igual que para
los pueblos indígenas ya mencionados, dictar medidas provisionales para
proteger a las comunidades de Curvaradó y Jiguamiandó que sumaban para
entonces 2125 personas ubicadas en el municipio de Carmen del Darién en
Chocó.

Numerosos informes entre los que se encuentra el de la Alta Comisionada de
Naciones Unidas para los Derechos Humanos del año 2006 han resaltado la
violación a los derechos de estas comunidades.
En particular este informe señala que: Los territorios habitados
por comunidades afrocolombianas se han visto seriamente
afectados debido a que son particularmente ricos en recursos
naturales y por su ubicación estratégica para los grupos
armados ilegales. Varias comunidades del Chocó han resultado
gravemente afectadas por la explotación privada de los
territorios colectivos. Las comunidades afrocolombianas y
mestiza de las cuencas del Jiguamiandó y del Curvaradó ha
estado bajo presión frente a los proyectos de palma africana en
Cacarica y la deforestación en el bajo Atrato. (Alta Comisionada
de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en
Colombia , 2006)
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Por supuesto, existen otras comunidades afrocolombianas que han sufrido
los rigores de la guerra. Las comunidades del medio Atrato tales como el
Consejo Comunitario Mayor de la Asociación Campesina Integral del AtratoCOCOMACIA-, han sufrido en intensamente los efectos del escalonamiento y
la degradación del conflicto armado en los últimos años. Tal y como señala
en un informe de diagnóstico el COCOMACIA.

Una de las consecuencias del recrudecimiento y la degradación del
conflicto armado desde 1997, ha sido el desplazamiento forzado de
muchas comunidades del Medio Atrato, entre las que se encuentran:
Las Mercedes, las comunidades del río Munguidó, las ocho
comunidades de Neguá en el Municipio de Quibdó, Mesopotamía, la
Isla de los Palacios, Pueblo Nuevo, San Martín, la comunidad de
Carrillo y las comunidades del río Bojayá en el Municipio de Bojayá y
las comunidades del río Buey y las comunidades de Bebará en el
Municipio del Medio Atrato. ( Auto 005 , 2009)
La presencia guerrillera y paramilitar en las zonas, y comunidades ha
generado el señalamiento de sus habitantes como colaboradores o
simpatizantes de alguno de los grupos armados, razón por lo cual en los
últimos años, muchas personas han sido asesinadas u obligadas a
desplazarse, por el sólo hecho de proceder del lugar donde predomina
alguno de éstos grupos.

Como reconoce el informe del COCOMACIA citado en el auto 005 de
2009, uno de los hechos más crueles ocurrió el 2 de mayo de 2002 en
Bellavista (Bojayá): los combates entre las FARC y los paramilitares
que se disputaban el control territorial ocasionó una gran tragedia para
las comunidades negras del Medio Atrato. Como resultado de esta
confrontación murieron 119 pobladores, 98 resultaron heridos y la
infraestructura de la capilla de Bellavista y otros lugares sufrieron
grandes daños. Como consecuencia de estas acciones, todos sus
pobladores tuvieron que desplazarse de la zona para salvar su vida. (
Auto 005 , 2009)
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2.3 IMPACTO DEL CONFLICTO ARMADO SOBRE LAS MUJERES
Como ya se ha dicho, el conflicto armado tiene implicaciones diferenciadas
para los distintos segmentos que componen la población colombiana. Uno de
los grupos que con mayor rigor ha sufrido la violencia es el de las mujeres
pues están expuestas a numerosos riesgos y contextos de vulnerabilidad.
Quizá la situación más preocupante es la del desplazamiento forzado, el cual
las afecta desproporcionalmente.

Al igual que para establecer el impacto en otros grupos poblacionales, la
Corte Constitucional ha hecho un riguroso análisis de las afectaciones que
sufren las mujeres en la guerra. Para ello, plasmó en el auto 092 de 2008 los
resultados del diagnóstico encontrado.

Ejemplo de esto lo constituye el accionar de los paramilitares en los
municipios de sur de Bolívar donde una vez incursionaban, “influían en el
comportamiento de las mujeres con prohibiciones tales como el uso de faldas
cortas A aquellas mujeres que incumplían, las llevaban a sus campamentos y
las sometían a tratos degradantes como por ejemplo cocinarles y lavarles la
ropa”. ( PNUD, UNIFEM, Diciembre de 2009- Enero de 2010.)

Ese tipo de control ha estado cimentado en una cultura machista y patriarcal
de la sociedad que se ha traducido en el contexto de la guerra en la
imposición de conductas tales como:

El tipo de vestido que pueden usar, el horario en el que pueden salir
de sus residencias, la clase de compañías que pueden frecuentar, los
lugares a los que pueden acudir, su apariencia personal, su vida
sexual y afectiva entre otros. (Auto 092, 2008)
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Por supuesto que la imposición de este tipo de controles está acompañada
del ejercicio de la violencia en caso de incumplimiento, puesto que en el caso
de las mujeres afrocolombianas por ejemplo, los grupos ilegales han
intentado restringir sus prácticas culturales y por evitarlo, las mujeres se han
convertido en objetivo militar. Esta presión sobre las mujeres también ha
tenido importantes efectos sobre la seguridad alimentaria dado que como
afirma Gloria Tobón de la Red Nacional de Mujeres.

Los actores armados ilegales lo obligan a comprar los alimentos que
ellos requieren, situación que se ha presentado en zonas indígenas y
en Tolima. Además vigilan las compras que las mujeres hacen para
evitar que estas terminen en manos de las partes en confrontación.
(PNUD y UNIFEM, Diciembre 2009-Enero 2010.)
Así mismo, el contacto familiar, afectivo o personal, voluntario, accidental o
presunto de las mujeres con integrantes de algún grupo armado ilegal
también se ha convertido en motivo de retaliaciones contra ellas. A este
hecho se añade que incluso la fuerza pública es también hace parte de esta
vulneración de las mujeres porque tal y como lo reconoce el auto 092,
“señalan a mujeres o adolescentes de ser esposas, familiares, novias o
amigas de miembros de la guerrilla o de paramilitares, cometiendo actos de
violencia contra ellas”. (Auto 092, 2008)

Otro impacto significativo que tienen las mujeres por el conflicto armado es el
acceso a la tierra. Históricamente, las mujeres han accedido a la tierra a
través de sus compañeros, lo que ha provocado un impacto específico sobre
ellas. Con el desplazamiento, que generalmente está acompañado de la
pérdida de su pareja, tienen dificultades para acreditar la posesión de sus
propiedades.
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Estos según el Auto 092, “son obstáculos para acreditar la propiedad
de la tierra, para conocer sus derechos reales o la extensión de su
patrimonio, para contar con los títulos necesarios o las pruebas de
posesión requeridas, incluso para acreditar la relación de pareja con
su proveedor”. (Auto 092, 2008)
Incluso, en ocasiones las mujeres no conocen los linderos, no tienen
información sobre la modalidad de la propiedad, no saben sobre la existencia
de títulos y, muchas veces, no están en capacidad de dimensionar lo que la
tierra y sus productos representan económicamente.

A pesar de que para muchas mujeres el desplazamiento y la violencia les ha
permitido desarrollar habilidades que no conocían que tenían como la
capacidad de tomar decisiones por sí mismas, la capacidad de organización,
de liderazgo y de emprendimiento productivo, su papel en la documentación
de crímenes y delitos especialmente en los procesos de justicia y paz, las ha
re victimizado pues están siendo blanco de amenazas y hostigamientos.

Como se ve, la violencia y el desplazamiento forzado principalmente han
tenido impactos cualitativos y cuantitativos en la vida de las mujeres. La
Corte Constitucional según información de Acción Social ha dicho que el
50,9% de los desplazados son mujeres (a 30 de Septiembre de 2009). En su
estudio la Corte Reveló 18 facetas de género o aspectos que impactan de
manera diferencial a las mujeres en un contexto de confrontación armada.
Algunas de éstas facetas son:

La violencia y el abuso sexual; la violencia intrafamiliar y comunitaria; la
vulneración al derecho a la salud y a los derechos sexuales y
reproductivos, los obstáculos para acceder al sistema educativo; los
obstáculos para la inserción en el sistema económico; la explotación
doméstica y laboral incluida la trata de personas; los obstáculos para
acceder a la propiedad de la tierra; la discriminación en su inserción a
espacios públicos; los requerimientos de atención y acompañamiento
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psicosocial; los problemas en el sistema oficial de registro de la población
desplazada (Auto 092, 2008) entre otros.

3. IMPLEMENTACIÓN DE MECANISMOS DE JUSTICIA TRANSICIONAL
EN COLOMBIA: LA LEY DE JUSTICIA Y PAZ
Desde 2005, año en que fue promulgada la ley de Justicia y Paz, el debate
en torno a los preceptos y componentes de la Justicia Transicional en
Colombia ha cobrado especial relevancia. Desde el Gobierno Nacional,
principalmente a través de la Comisión Nacional de Reparación y
Reconciliación- CNRR-, y de Acción Social como entidad responsable de
parte de la reparación por vía administrativa de las víctimas, pero también
desde la Academia en la que destacan los trabajos de la Universidad de los
Andes y desde Centros de Pensamiento y ONG´s se ha escrito sobre los
alcances de la Justicia Transicional en un contexto de perdurabilidad del
conflicto armado.

Esta situación (justicia transicional en medio del conflicto) puede resultar
paradójico porque la definición misma de Justicia Transicional entraña una
etapa de posconflicto o de paso a la democracia tras un período de dictadura
tal y como lo describen los autores del libro ¿Justicia Transicional sin
transición?, reflexiones sobre Verdad, Justicia y Reparación en Colombia
publicado por el Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad- DJS-,
cuando reconocen que:

El vocablo justicia transicional hace referencia a los procesos a través
de los cuales se realizan transformaciones radicales de un orden
social y político, bien sea por el paso de un régimen dictatorial a uno
democrático, bien por la finalización de un conflicto interno armado y la
consecución de la paz. (Uprimmy Y. R, 2006, pág. 2)
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En ese orden de ideas, los múltiples escritos insisten en que es necesario
observar las experiencias internacionales y las buenas prácticas en
contextos de transición de la guerra a la paz para no repetir los errores
cometidos especialmente en lo que atañe al tratamiento de las víctimas. Sin
embargo, se advierte que cada caso es particular y que cada país debe
encontrar su manera de conciliar y equilibrar las tensiones aparentemente
contrapuestas entre justicia y paz.

En las últimas décadas se han desarrollado y afinado importantes
instrumentos y estándares internacionales que concretan los derechos al
conocimiento de la verdad de los hechos ocurridos, a la obtención de una
reparación por concepto de ello y a la judicialización y del culpable de los
crímenes.

No obstante, las necesidades de paz y reconciliación nacional propias de los
procesos transicionales presionan en dirección opuesta de dichos derechos,
pues –sobre todo cuando el proceso transicional es consecuencia de una
negociación política- para que los responsables de crímenes atroces acepten
dejar atrás el régimen despótico o la guerra civil, es necesario que
encuentren incentivos para hacerlo, tales como (idealmente) el perdón y el
olvido de sus actos.

Rodrigo Uprimmy quien es un de las voces más reconocidas sobre la justicia
transicional, no tiene una visión muy favorable sobre la posibilidad real de la
ley de justicia y paz de concretar transformaciones reales en Colombia, pues
según dice, aun cuando las negociaciones con los paramilitares para su
desmovilización permitieron el desmonte parcial de sus estructuras.

En el mejor de los casos, se tratará de una justicia transicional y una
paz fragmentaria, pues no aparecen en el orden del día negociaciones
con los demás actores alzados en armas que pudieran poner fin a la
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guerra, la cual podría al contrario tender a su agudización en el futuro
cercano. (Uprimmy Y. R, 2006, pág. 3)
Por estas razones, los autores comprometen la hipótesis de que lo que
ocurre en Colombia es un proceso de justicia transicional sin transición. En el
primer capítulo de este libro escrito por Uprimmy y llamado Justicia
Transicional en Colombia, Algunas herramientas conceptuales para el
análisis del caso colombiano (2006), dice que las tensiones que enfrenta la
manera de abordar las violaciones masivas de derechos humanos, se
concretan en los imperativos internacionales que muestran una tendencia
hacia la exigencia de castigo de los responsables de crímenes atroces y las
restricciones derivadas de las realidades políticas y de la necesidad de lograr
negociaciones exitosas para trascender el conflicto.

Uprimmy fundamenta su exposición conceptual apelando a la experiencia
internacional donde ha quedado demostrado a su parecer que:

En el marco de un proceso transicional basado en negociaciones de
paz entre actores armados, así como la impunidad resulta una opción
imposible, desde el punto de vista ético y jurídico, la posibilidad de una
justicia retributiva plena parece también quedar excluida. (Uprimmy,
2006)
Así mismo, Uprimmy (2006) hace en este texto una muy buena
categorización de los tipos de Justicia Transicional que existen según el
contenido sustantivo de sus fórmulas y según el procedimiento empleado
para diseñarlas. En este sentido habla de cuatro categorías:

a. Los perdones amnésicos, caracterizados por una alta dosis de
impunidad basados en amnistías generales que no contemplan
estrategias para el esclarecimiento de la verdad y la reparación de las
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víctimas. Ejemplos de este tipo de perdones se dieron en España y en
Colombia misma en anteriores proceso de paz.

b. Los perdones compensadores, caracterizados por amnistías generales
acompañadas de comisiones de la verdad y de algunas medidas de
reparación a las víctimas. Ejemplos de estos casos lo constituyen
Chile en la transición a la democracia y Salvador después de la
terminación del conflicto.

c. Los

perdones

responsabilizantes,

caracterizados

por

el

establecimiento de una comisión de verdad, la exigencia de la
confesión total de crímenes atroces, la previsión de ciertas
reparaciones

y

el

otorgamiento

de

perdones

individuales

condicionados para algunos crímenes. El ejemplo más claro de esta
situación lo constituye Sudáfrica tras la superación del Apartheid.

d. Las transiciones punitivas donde se establecen tribunales ad hoc para
castigar los responsables de crímenes de lesa humanidad. Ruanda y
Yugoslavia son ejemplos concretos de este tipo de justicia transicional.
(Uprimmy, 2006)

Advierte el autor que dadas las características de cada conflicto, el modelo
que se adopte puede contener atributos de varios de estos tipos de justicia
transicional. Así mismo señala que ni las transiciones fundadas en perdones
amnésicos ni las transiciones punitivas se adaptan a las necesidades
colombianas puesto que son inviables políticamente e indeseables ética y
jurídicamente. Las transiciones amnésicas dice el autor tienen efectos
perversos dado que no tienen responsables, no tienen verdad y no hay
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reparación en ellas por lo que posibilitan el resurgimiento de sentimientos de
injusticia y venganza.

Por otro lado la implementación de una transición punitiva también es
impensable dado que requiere la existencia de condiciones políticas y
jurídicas que están completamente ausentes del contexto del país. Primero,
la implementación de dicho modelo implica que una de las partes del
conflicto armado triunfe militarmente e instaure los tribunales encargados de
juzgar los crímenes cometidos durante el conflicto, situación que ciertamente
no se presenta en Colombia. Segundo, dado que todas las partes del
conflicto armado colombiano han perpetrado crímenes atroces, ninguna de
ellas podría juzgar legítimamente a las demás unilateralmente.

Sobre los perdones compensadores anota Uprimmy (2006), otorgan más
peso al perdón de los perpetradores antes que a los derechos de las víctimas
y los estándares internacionales obligan a individualizar y castigar a los
responsables de crímenes atroces.

El escenario más favorable a decir de Uprimmy (2006) es el de los perdones
responsabilizadores donde el perdón es excepcional e individual y debe
regirse por el principio de proporcionalidad el cual “indica que el perdón de
los victimarios sólo es justificable cuando constituye la única medida
existente para alcanzar la paz y la reconciliación nacional, y cuando es
proporcional a la gravedad de los actos cometidos por el inculpado, a su
grado de mando y a las contribuciones que haga a la justicia”. (Uprimmy,
2006, pág. 15) Por su puesto este principio de proporcionalidad afirma que
los crímenes e infracciones graves al DIH deben estar excluidos de perdón.

Como advierte el autor al principio, la legitimidad de las distintas formas de
justicia transicional depende no solo de su contenido sino en buena medida
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también, de la forma en que las mismas sean diseñadas y para esto propone
otra tipología:
a. Justicia Impuesta, o aquella donde un soberano o una parte
vencedora dicta las metodologías para castigar a los infractores de los
derechos humanos e imponer un nuevo orden. El caso de Bosnia y los
juicios de Nuremberg ilustran este punto.

b. Auto amnistías, donde los victimarios se otorgan a sí mismos
amnistías como condición para facilitar la transición. Los casos más
ilustrativos de este diseño son Argentina y Chile.

c. Recíprocas, donde los actores armados de un conflicto se conceden
perdones recíprocamente como consecuencia de un acuerdo de paz.
Los países centroamericanos son un fiel reflejo de este tipo de
arquitectura jurídica.

d. Transiciones democráticamente legitimadas, donde se define el
alcance de la transición tomando en cuenta a los actores armados
pero también a la ciudadanía con lo cual se garantiza la participación
de las víctimas. Un ejemplo concreto de este tipo de diseño lo
constituyen Sudáfrica, Uruguay e Irlanda. (Uprimmy, 2006)

Así, aduce el autor, las transiciones democráticamente legitimadas, “se
adecuan a las exigencias jurídicas, políticas y éticas y son, además, las que
mejor garantizan que el orden social y político fundado como consecuencia
de la transición sea durable y no contenga gérmenes futuros de violencia”.
(Uprimmy, 2006) Involucrar a las víctimas en opinión de Uprimmy (2006)
implica no limitar la discusión abierta de las fórmulas transicionales, sino
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incluir ciertas instancias de aprobación democrática de las fórmulas, tales
como plebiscitos o referendos.

Concluye el autor que la transición del conflicto armado a la paz debería
realizarse, en Colombia, dentro del paradigma sustantivo de los perdones
responsabilizantes, con un componente retributivo importante y dentro del
modelo formal de las transiciones democráticamente legitimadas, pero
admitiendo la posibilidad de restringir algunos de sus mecanismos en razón
de los límites impuestos por el contexto.

Por su parte, Catalina Botero y Esteban Restrepo en el capítulo llamado
Estándares internacionales y procesos de transición en Colombia, presentan
a profundidad las normas aprobadas en el mundo que han sido ratificadas
por Colombia e incorporadas al bloque de constitucionalidad para los casos
de justicia transicional. Empiezan señalando que existe un acuerdo en el
mundo acerca de la autor restricción de la soberanía en acuerdos de paz, lo
cual implica que toda solución creativa para superar el conflicto debe
acogerse a principios que están más allá de la soberanía nacional.

Con la suscripción del Estatuto de Roma, el Estado Colombiano se obligó a
juzgar y condenar a penas adecuadas a quienes hayan cometido los
crímenes de genocidio, agresión o crímenes de lesa humanidad. En ese
sentido, dicen los autores la tipología de Louis Jornet de satisfacción del
derecho la justicia, a la verdad, a la reparación, la necesidad de orientar
reformas institucionales para que los hechos violatorios de los derechos
humanos no se repitan, cobran especial vigencia para Colombia.

Por eso, reiteran los autores que un eventual proceso de paz aplicando los
estándares internacionales sería difícil en virtud de que la misma Corte
Constitucional Colombiana, ha estimado que el terrorismo, los homicidios
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cometidos fuera de combate y el secuestro no solo no pueden ser objeto de
los beneficios que la carta política establece para los delitos políticos sino
que no pueden constituir materia de negociación en eventuales diálogos con
grupos armados.

Adicionalmente la justicia dentro de un contexto de transición implica el
derecho de las víctimas a un recurso judicial efectivo para denunciar las
violaciones y solicitar las reparaciones pertinentes, lo cual implica además
garantizar que las víctimas no sean incomodadas, se proteja su intimidad y
se garantice su seguridad. Así mismo significa la imposición de penas a los
perpetradores que tengan en cuenta la gravedad del delito, las circunstancias
individuales del procesado y la existencia de atenuantes y agravantes.

De otro lado el derecho a la verdad, indican los autores, es el deber de
recordar y el derecho de las víctimas de saber dado que cada pueblo tiene el
derecho inalienable de conocer la verdad acerca de los acontecimientos
sucedidos y las circunstancias y los motivos que llevaron, mediante la
violación masiva y sistemática de los derechos humanos a la perpetración de
crímenes aberrantes. Del mismo modo, recuerdan los autores que la Corte
Interamericana de Derechos Humanos ha conceptualizado que no saber la
verdad genera angustia, sufrimiento, frustración e impotencia y constituye
una forma de trato cruel, inhumano y degradante.

Los autores enfatizan también el favor que hace a los procesos de transición
el establecimiento de comisiones de verdad donde se cree un espacio
desprovisto de formalidades en el que perpetradores y víctimas puedan
encontrarse y exponer sus versiones.
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Sobre la importancia, los alcances y las virtudes de las comisiones de la
verdad, Pablo Kalmanovitz (2007) en su texto titulado Verdad en vez de
Justicia: acerca de la justificación de las comisiones de la verdad afirma:

Las comisiones de la verdad deben ser vistas como una alternativa a
los enjuiciamientos totales y a las amnistías globales, como un camino
intermedio entre una insistencia sin compromisos en las acusaciones
por un lado, o una aceptación derrotista de la amnistía y la impunidad
por el otro, en otras palabras, son vehículos que llevan una forma
parcial de justicia: por una parte, no se ajustan a los estándares del
debido proceso y de la justicia criminal y penal, pero por otra parte, no
dejan a un lado los reclamos que hacen las víctimas (Kalmanovitz,
2007)
La reparación dicen Botero y Restrepo, debe abarcar todos los daños y
perjuicios sufridos por la víctima y como medidas individuales deben existir la
restitución, la indemnización, la rehabilitación, la satisfacción y las garantías
de no repetición. Así puntualizan cada una de ellas:

a. Reparación: Devolver a la víctima la situación anterior a la violación
(libertad, derechos legales, situación social, identidad, vida familiar,
regreso al lugar de residencia, reintegración de su empleo y devolución
de propiedades)
b. Indemnización: Pago en la forma apropiada y proporcional a la violación
y a los perjuicios económicos derivados de la vulneración (daño físico o
mental), pérdida de oportunidades, daños materiales, pérdida de ingreso,
el daño a la reputación y los gastos incurridos por la víctima en materia
de asistencia jurídica.
c. Rehabilitación: Atención médica y psicológica
d. Satisfacción: Verificación de los hechos y difusión pública y completa de
la verdad, búsqueda de los desaparecidos, disculpas públicas que
aceptan hechos y responsabilidades, conmemoraciones y homenajes a
las víctimas
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e. Garantías de no repetición: Limitación de jurisdicción a los tribunales
judiciales, fortalecimiento de la independencia a la rama judicial,
capacitación a los sectores sociales en derechos humanos, disolución de
grupos paraestatales y derogación de excepciones que favorezcan las
violaciones de derechos humanos. (Kalmanovitz, 2007)

Finalmente, los autores hacen un análisis de la Ley de Justicia y paz a la luz
de los estándares descritos encontrando serias fallas en la concepción de la
misma. Por un lado, argumentan que esta ley no estableció (pero tampoco
excluyó)

la

posibilidad

de

que

surjan

mecanismos

extrajudiciales

institucionales de reconstrucción de la verdad, lo que en últimas significa
cerrarle la puerta al establecimiento de comisiones de verdad.

En el mismo sentido, los autores afirman que la declaración del principio de
conocer la verdad sobre las violaciones de los derechos humanos cometidas
por los paramilitares no se ve acompañada de principios procesales
apropiados y suficientes. Para ejemplificarlo hablan del mecanismo de
versión libre en el cual el procesado no está obligado a decir la verdad, por lo
que si la Fiscalía investiga y formula cargos y el procesado los acepta, se le
da la pena alternativa no superior a ocho años.

Tampoco exige la ley la confesión plena de los delitos atroces para acceder a
beneficios pues aduce el gobierno que la exigencia de confesión plena viola
el derecho a no declarar contra sí mismo. Por esta razón se concluye que no
existen incentivos suficientes para que los procesados aporten información al
Estado sobre la verdad de las víctimas.

En otro análisis sobre las implicaciones de la ley de Justicia y Paz escrito en
conjunto por Rodrigo Uprimmy y María Paula Saffon, titulado La ley de
justicia y paz, ¿Una garantía de justicia y paz y de no repetición de las
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atrocidades? y publicado en la Revista Foro No 85 del año 2005, los autores
hablan de la necesidad de un castigo proporcional como instrumento efectivo
de reconciliación y como base de un orden democrático sostenible.

Por ello, examinan con algo de temor los posibles efectos de la ley de
Justicia y Paz por cuanto a la gradualidad de las penas que en la precitada
ley impone una pena mínima de 5 años y una máxima de 8. Aceptando la
necesidad de cierta dosis de perdón y de impunidad, lo que no comparten los
autores son los beneficios adicionales tales como la redención de la pena por
trabajo o estudio o la computación de 18 meses del tiempo pasado en la
zona de concentración.

Sobre la reparación , dicen los autores la ley es demasiado flexible pues
condiciona el deber de reparación a las víctimas al hecho de que los
procesados tengan bienes y es el Estado el que debe probar la existencia de
los bienes, lo cual es a todas luces una exigencia que ralentiza el avance de
los procesos. Así mismo la ley se centra en reparaciones simbólicas antes
que en reparaciones materiales a través de devolución de los bienes
adquiridos ilícitamente.

Así mismo, la participación de las víctimas es a juicio de los autores muy
marginal pues solo intervienen en las audiencias públicas pero sin reglas de
juego claras para su asistencia (transporte, seguridad y representación
judicial). Así mismo, son las víctimas las que a través del incidente de
reparación deben solicitar su derecho mediante audiencias de conciliación lo
cual favorece más a los perpetradores antes que a las víctimas.

Por último los autores hablan de las escasas garantías de no repetición que
otorga la ley por cuanto se admite la desmovilización individual sin la
imposición de mayores condiciones, así como no se formulan incentivos para
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la desmovilización colectiva lo cual incrementa el riesgo de que las
estructuras económicas y de poder que permitieron el surgimiento del
paramilitarismo se perpetúen.

Otra perspectiva acerca de la ley de Justicia y Paz es la esgrimida por Ivan
Orozco en su texto titulado Sobre el Castigo y el Perdón, en el cual reconoce
que aunque tiene defectos graves, no es una ley de amnistía sino de justicia
parcial y para ello cita a Camilo Gonzales miembro de una comisión
establecida por un conjunto de ONG para hacer seguimiento al proceso de
negociación con los paramilitares.

Se calcula que de los 20.000 desmovilizados solo un 1% serán
procesados por la Fiscalía; se espera mucho de la extinción de
dominio como base de las reparaciones pero la verdad es que solo el
8% de los bienes sometidos a ese procedimiento ha sido objeto de
resolución de extinción; atribuirle a los victimarios la responsabilidad
de constituir el fondo de reparación hace muy frágil la integración del
mismo; el concepto de víctima no debe hacerse extensivo a los
miembros de los cuerpos de seguridad del Estado. (Orozco, 2007,
pág. 120)
Dejando a un lado la intencionalidad de la ley de Justicia y Paz y
adentrándonos en su práctica, se encuentran dos vertientes. La primera
corresponde a la del Gobierno y la Segunda a la de las Víctimas. Sobre la
primera, el Comité Interinstitucional de Justicia y Paz, en un balance de los 5
años de la aplicación de la ley de Justicia y Paz presentan esta experiencia
como “una experiencia novedosa de justicia transicional cuyas lecciones ya
empiezan a ser aplicadas en países como Filipinas y Sri Lanka” (Comité
Interinstitucional de Justicia y Paz, 2010)

A propósito del primer componente de la ley, el de verdad, el informe
argumenta que las entidades encargadas de garantizar a las víctimas el
acceso a la verdad han trabajado en dos enfoques: Verdad Judicial y Verdad
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Histórica. Sobre el primero se dice que se ha logrado identificar plenamente
la estructura de los grupos irregulares desmovilizados, así como su
georeferenciación, número de integrantes, fuentes de financiación, bienes y
patrones de comportamiento.

Se dice que se han podido revisar 320.128 expedientes de casos
judicializados y se han realizado jornadas de atención a víctimas a fin de
documentar hechos infligidos, sus autores y partícipes y las circunstancias en
que se cometieron los delitos. Destacan igualmente que las versiones libres
destinadas a la reparación de las víctimas han permitido referencias 5.000
casos que no estaban registrados en las bases de datos institucionales.

A 30 de Junio de 2010, destaca el informe, los postulados han admitido
43.517 hechos, de los cuáles 24.311 ya están plenamente confesados. Un
esfuerzo similar manifiestan las entidades que componen el Comité por
medio del informe, es el de la búsqueda de desaparecidos lo cual ha
permitido encontrar 2.694 fosas comunes y 3.269 cadáveres.

Sobre la verdad histórica, la CNRR ha construido una narrativa sobre el
conflicto armado y se han redactado documentos que pretenden dignificar a
las víctimas y formular políticas públicas de construcción de paz. Los
informes presentados hasta ahora son “La Masacre de Trujillo, una tragedia
que no cesa” y “ La Masacre de El Salado", esa guerra no era nuestra”. Se
encuentran en investigación los hechos ocurridos en La Rochela, Bojayá y
Segovia.

Dando cuenta de lo realizado en el componente de Justicia, el informe señala
que de los procesos penales derivados de la ley de Justicia y Paz y dirigidos
por la Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía, 27 de los 35 comandantes que
componían la cúpula de las Autodefensas Unidas de Colombia- AUC- están
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actualmente en prisión. En cuanto a las versiones libres, a 30 de Junio la
Unidad registra 2.431 diligencias iniciadas, 1514 concluidas y 917 en curso.

Dentro de la etapa de audiencias, 21.949 conductas relacionadas con
crímenes han sido registradas como hechos imputados, 9.836 como cargos
formulados y 3.282 como cargos legalizados. Los delitos con mayores cifras
son el desplazamiento, el homicidio en persona protegida y la tortura.

De igual manera, se afirma que entidades como la CNRR y la Defensoría del
Pueblo han acompañado a las víctimas en los procesos de la ley en busca
del alcance efectivo de los mecanismos de justicia. Así mismo se ha
capacitado a la población víctima y sus organizaciones para la aplicación de
la ley. La CNRR ha capacitado 52.621 víctimas, 220 organizaciones y
visitado 326 municipios.

El informe dice que ya se empiezan a ver los resultados con los fallos por los
procesos de Mampuján, Isla Múcura y San Cayetano y el desarrollo del
incidente de reparación en el caso de Jorge Iván Laverde alias “El Iguano”.
Prosigue el informe en este sentido diciendo que gracias a la sentencia del
29 de Junio de 2010 se condenó a Edwar Cobos Téllez alias “Diego Vecino”
y a Uber Enrique Banquez alias “Juancho Dique” a la pena alternativa
máxima de ocho años de prisión y al pago de una multa de 1.500 salarios
mínimos por coautoría de ocho delitos como homicidio agravado, concierto
para delinquir agravado, desplazamiento forzado, secuestro simple y
fabricación, tráfico y porte de armas y municiones.

En lo que respecta a la reparación y atención a víctimas el informe dice que
una de las principales estrategias adelantadas hasta ahora ha sido la
atención psicojurídica a las víctimas para la obtención de capacidades que
les permita fortalecer su participación en las diferentes etapas del proceso de
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Justicia y Paz. Se definió una ruta de atención que se implementa
actualmente en 26 regiones y que ha permitido extender acciones
relacionadas con el conocimiento de derechos, apoyo a la representación
judicial,

el

acopio

documental,

diligenciamiento

de

formularios

y

caracterización de afectaciones.

Se creó además, el Modelo Interinstitucional de Atención a Víctimas (Miav) lo
cual permitió optimizar la atención de alrededor de 30.000 víctimas que han
sido beneficiadas con esta estrategia en Medellín, Valledupar, Bucaramanga
y Santa Marta.

A su vez, la CNRR ha atendido a 170.597 víctimas en sus 13 sedes
regionales, pero además se han realizado jornadas de atención a través 75
salidas extramurales que han permitido atender 50.000 personas. A sí
mismo, la Unidad de Atención Integral a Víctimas de la Defensoría del
Pueblo acompaña y orienta a las víctimas en las audiencias a través del
psicólogo móvil. En 2009 se realizó la orientación a 1.473 víctimas.

En cuanto a la reparación, dicen el informe que la CNRR en asocio con el
DNP, el Ministerio del Interior y de Justicia y el Ministerio de Hacienda han
jugado un papel importante en la elaboración del documento CONPES de
reparación y atención a víctimas que se convertirá en complemento a la
indemnización económica que reciben las víctimas a través de la vía
administrativa. Para este último programa se inscribieron 330.702 víctimas en
todo el país. Esta medida de reparación desembolsó 200 mil millones de
pesos durante el año 2009 y para 20010 se contemplaron recurso por 300
mil millones para indemnizaciones de 15 mil personas.

En cuanto a reparación colectiva la CNRR diseño unos criterios de selección
para reparar algunas comunidades mediante prueba piloto atendiendo a la
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diversidad cultural, étnica, geográfica y socioeconómica. Se seleccionaron
siete comunidades (Corregimiento la Libertad en San Onofre Sucre;
Comunidad afrocolombiana de Buenos Aires, Cauca; Corregimiento La
Gabarra en Tibú, Norte de Santander; Inspección El Tigre en Valle del
Guamuez, Putumayo; Corregimiento El Salado en Carmen de Bolívar,
Bolívar; Asociación de trabajadores de Carare en Landázuri, Norte de
Santander y el Sindicato de profesores de la Universidad de Córdoba en
Montería, Córdoba).

En lo que atañe a la restitución, el informe dice que atendiendo a las
disposiciones del auto 008 de 2009 que ordena replantear la política de
tierras para población desplazada, el Gobierno se encuentra desarrollando
un proyecto de ley que contiene el procedimiento judicial, de justicia
transicional y que contempla la creación de una justicia especializada para la
restitución de bienes inmuebles, la flexibilidad probatoria favorable a las
víctimas así como presunciones de derecho y legales para revertir los
procesos de despojo.

Desde otro punto de vista, la Corporación Nuevo Arcoíris, desde su programa
Poblaciones Afectadas por el Conflicto recogió en el año 2008 en un foro, el
punto de vista de las víctimas respecto a la aplicación de la ley de Justicia y
Paz. En esa ocasión, quizá lo que más llamó la atención fue la participación
de las víctimas en las versiones libres, la diferencia registrada entre los tipos
penales enunciados y confesados y los bienes recibidos por Acción Social
para el fondo de reparaciones a víctimas.

Respecto al primer aspecto, la participación de las víctimas en las versiones
libres, es necesario decir que para ese entonces había 168.090 víctimas
registradas en justicia y paz de las cuales solamente 18.839 habían
participado en las versiones libres es decir el 11% únicamente.
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Sobre el segundo aspecto, las diferencias entre los tipos penales enunciados
y confesados eran bastante elevadas. Para el caso del homicidio por
ejemplo, la Fiscalía tenía en sus registros 119.075 víctimas por este delito
pero en hechos denunciados por los desmovilizados postulados a Justicia y
Paz sólo había 15.472 y en los hechos confesados había menos de 5.000.
Respecto al delito de desaparición forzada, la Fiscalía tenía en sus registros
18.118 víctimas por este delito pero en los hechos denunciados por los
postulados solo figuraban 747 y menos de 500 en los hechos confesados.

Las disparidades no acaban ahí, puesto que para el delito de delitos
sexuales, la Fiscalía reportaba 164 víctimas de este delito mientras que en
los hechos denunciados por los postulados figuraban tan solo 15 víctimas y
menos de 10 en los hechos confesados. Situación similar ocurría con el
secuestro pues para la Fiscalía había 873 casos reportados como cometidos
por los grupos de Autodefensa pero en los hechos enunciados de los
postulados solo se registraban 529 y menos de 400 en los hechos
confesados.

Por último, respecto a los bienes recibidos para integrar el Fondo de
Reparación a Víctimas, se registraban para finales de 2008, la suma de
5.381 bienes pero de éstos 5.167 eran semovientes, es decir el 96%. El 4%
restante correspondía a bienes rurales (163), bienes urbanos (11), dinero
(24), Embarcaciones (2) y 1 aeronave.

Lo anterior llevó en 2009 a la Corporación Nuevo Arcoíris a afirmar que
los resultados de la ley de Justicia y Paz en sus cuatro años de aplicación
hasta el momento son precarios en lo que tiene que ver con poblaciones
afectadas por el conflicto armado y su acceso a la verdad y su posterior
reparación porque han quedado claro los vacíos que genera una norma
de justicia y paz con 23 fiscales, sin un auténtico programa de defensoría
pública. (Corporación Nuevo Arcoíris, 2009)
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4. CONCLUSIONES
Hablar de procesos de paz, en el marco de un conflicto armado y una justicia
transicional en Colombia, en ocasiones y circunstancias como las acaecidas
en el periodo 2005-2010, sólo evidencia la repetición de los errores del
pasado en materia de víctimas9, perdón y olvido. Lo cual es más que
evidente en tanto que, se pretende establecer en Colombia una nueva
dinámica de leyes de “punto final” en la cuales se asume que al firmar un
acuerdo de paz, de desmovilizaciones, o de “fin del conflicto”, todo quedará
olvidado y víctimas junto con victimarios empezarán de nuevo10 bajo el
amparo del “olvido” de todos los crímenes cometidos y el beneplácito del
aplauso de la sociedad, quien impávida, sigue sin inmutarse ante los hechos
y tragedias personales que vive cada víctima en su individualidad.

Dado el fuerte poder mediático de las políticas de paz, junto con cientos de
hechos violentos que se registran diariamente en los medios de
comunicación, tendientes (de forma indirecta) a “banalizar” el problema del
mal, haciéndolo en el país, una realidad normal, de paisaje11 y de crueldad,
9

Si bien se habló del impacto del conflicto armado en comunidades afro descendientes,
indígenas y mujeres, todos, en este contexto serán pues, entendidos como víctimas.
10
Empezar de nuevo es el slogan común de las campañas de los procesos de
desmovilización y reintegro a la sociedad civil por parte de los militantes de grupos alzados
en armas en Colombia según los cuales, víctimas y victimarios empezarán una nueva vida
con la llegada del fin de su accionar bélico insurgente.
11
Empleo el término paisaje haciendo referencia a que al ver, todos los días en los medios
de comunicación (independiente del formato, radio, prensa, televisión), hechos de violencia,
como: robos, paseos millonarios, secuestros, masacres, etc., se tiende a pensar que dichos
hechos son propios del carácter cotidiano de todos los días en el común de la sociedad. Sin
pensar en el hecho como tal, la crueldad que lo constituye, sus causas y consecuencias;
peor aún, se llega a pensar que dichos hechos sólo le pueden ocurrir a los otros, que están
protagonizando la noticia, careciendo absolutamente de toda consciencia que dicho
acontecimiento, le puede pasar a dicho espectador el día de mañana. La violencia ya es
paisaje en el día a día de los colombianos, independientemente de lo cruel y barbárico que
dicho hecho violento pueda ser, ya es algo, común y banal para nosotros.
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creando en el espectador Colombiano, una total indiferencia y frialdad,
propias de una persona que no es capaz, por ningún motivo, de ponerse en
los zapatos del otro (Ricoeur, 1996).

La víctimas son los agentes del conflicto armado colombiano que
comúnmente pasan desapercibidas, en el caso puntual del proceso de
desmovilización de las Autodefensas Unidas de Colombia (llevado a cabo en
el municipio de Rialito), fueron el actor más inoperante e ignorado del
proceso, dado que, posterior al mismo, se tomó en consideración de forma
de “audiencias públicas de perdón” el accionar de los militantes de dicho
grupo armado para con sus víctimas; es decir, luego de un tiempo de
resocialización, en el cual los victimarios tuvieron un periodo de un año de
capacitación académica y psicológica en aras de un óptimo reintegro a la
sociedad, posteriormente, en audiencias públicas (que eran promocionadas
por medios masivos de comunicación) fueron convocados cara a cara con
sus víctimas en auditorios y juzgados del país. Tras escuchar a los
agraviados (10- 15 minutos por intervención en el mejor de los casos, porque
en ocasiones eran tantas las víctimas, que sólo tenían la potestad de decir su
nombre y lugar de procedencia) los autores (intelectuales o materiales) de
dichos hechos delictivos tenían la obligación de pedir perdón a sus víctimas,
independientemente del hecho que sintieran arrepentimiento o no, dado que
el modelo de ley de verdad, justicia y reparación, acondicionado en el país
para dicho proceso de desmovilización así lo determinaba.

Pero entonces ¿Cuál concepto de perdón fue el observado en dichas
audiencias entre víctimas y victimarios? ¿Sería pues un perdón real o un
perdón postizo, acuñado a las necesidades políticas del entorno político
nacional en ese periodo de tiempo?
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Para dar una posible respuesta a estas dos preguntas debo iniciar afirmando
que el perdón en los procesos de reconciliación en el país es un paso más
en los mecanismos de finalización de los conflictos, es decir, una condición
para los insurgentes que pretenden deponer sus armas ante el Estado, como
lo son: el compromiso a no repetir sus acciones delictivas, purgar una
condena (en el mejor de los casos) simbólica, resarcir a sus víctimas y
convertirse en un ejemplo para la sociedad12, de allí que el perdón es
definido como un simple requisito social que el victimario debe cumplir ante
su víctima y la sociedad como (supuesta) muestra de su arrepentimiento.
Dado lo anterior, se desposee a la víctima del poder de perdonar (el cual sólo
le pertenece a ella o a la voluntad divina) a su victimario, simplemente se
procede a dar cumplimiento a un requisito que embellece la política de
impunidad estatal (Lefranc, 2004), que muestra a la víctima como una pieza
más en el proceso de re incorporación a la vida civil.

Encontramos entonces desde Jankélevitch (1999) las condiciones necesarias
para definir el perdón y así entender cómo lo vamos a interpretar al interior
del proceso de 2005 – 2010:
“tres condiciones necesarias a una definición de perdón:
- se trata de un “acontecimiento con fecha fija hasta que pasa en tal o
cual instante del devenir histórico”, “de una cosa que pasa; de un acto
consumado en un tiempo dado”;

12

Jurídicamente, el perdón es entendido como un requisito más al interior de los procesos
de justicia y paz. Es decir, así como el combatiente se compromete a “deponer sus armas”,
“no repetir sus acciones” y “mantener una conducta ejemplar ante la sociedad”, debe
también surtir el paso de “pedir perdón” a las victimas con el fin de cumplir todos los
compromisos jurídicos adquiridos en un proceso de desmovilización con para acogerse así a
los beneficios otorgados por el Estado a los militantes de grupos armados que opten por
propuestas de desmovilización.
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- el perdón sólo puede intervenir en el marco “de una relación personal
con alguien”, “en una relación de dos hombres, entre el que perdona y
el perdonado”;
- el tercer criterio conjuga varios componentes: “carácter total,
extrajurídico” e “irracional” y gratuidad del don, “al margen de toda
legalidad, un don gracioso del ofendido al ofensor”…”

Se establece de esta manera que son tres las condiciones del perdón que
tendremos en cuenta y que dichas condiciones no establecen más que:
primero, es un acontecimiento que ocurre en un espacio y tiempo
determinado (no se puede dar en abstracto); segundo, que es una relación
personal con otro y no incumbe a nadie más (no hay representación de
víctimas o cosa similar) y tercero, que es algo que da la víctima al victimario
como un don (que luego de un arduo proceso de duelo, meditación y
superación le es dado al victimario de forma libre y soberana en su dolor).
Dejando así en claro que el perdón no quiere decir que las ofensas, de
ninguna manera, estén olvidadas, si bien, ocurrieron y el ofendido concede
su perdón al victimario, esto no quiere decir que el primero no tenga memoria
del hecho, así como que el tiempo borre todas sus culpas. El hecho de
ofensa en efecto ocurrió y nada lo puede borrar. Quiero decir con esto que, si
bien el tiempo puede pasar y el ofendido puede perdonar a su ofensor, el
hecho cometido no puede ser borrado de la memoria del ofendido, cayendo
en el olvido del mismo.

¿Qué es pues entonces, lo que pretende el estado colombiano con sus
procesos y leyes de amnistía? Nada más ni nada menos que un perdón sin
memoria para el ofendido, es decir, que por “arte de magia” los ofendidos
perdonen a sus ofensores y se olviden de todos los hechos y vejámenes
cometidos hacia sí mismo, en función del seguimiento de una norma. En
palabras de Jankélevitch, lo que se pretende es algo como:
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“Este olvidadizo perdón, al fin y al cabo, es más bien, amnesia que
amnistía, y más bien astenia o atrofia que generosidad; porque da lugar a
una anestesia y una apatía crecientes…” (Jankélevitch, 1999)

De hecho, el mismo autor habla de algo similar ocurrido en Alemania,
respecto al perdón ofrecido por unos victimarios, lo cual define:
“¡El arrepentimiento alemán se llama Stalingrado! […] ¡El perdón! ¿Acaso
nos pidieron perdón? Lo único que daría sentido al perdón es la aflicción
y el propósito de enmienda del culpable. […] el perdón murió en los
campos de la muerte…” (Jankélevitch, 1987)

Con esto queda en firme que, el perdón no debe, bajo ningún término, ser
entendido como un requisito vano y sin sentido, este debe ser pedido de
forma explícita por parte del ofensor, quien a su vez debe estar afligido y con
el propósito de enmendar su acción al precio que sea, de tal suerte que, el
perdón que encontramos en el conflicto de Colombia pretende no solamente
ser amnésico, para la víctima sino a su vez un acto de conveniencia e
impunidad para el victimario, en tanto que, no importa que éste se arrepienta
de sus actos o que le importe en algo la persona de la víctima, simplemente
tiene que dar cumplimiento a un requisito con el cual recibirá beneficios
personales. Sin ir más lejos y para ser preciso, debo acotar que en algunas
de las audiencias públicas de perdón a las víctimas de los grupos armados,
los victimarios tenían preparados guiones elaborados según su conveniencia
y delitos para responder a sus víctimas de manera que surge la pregunta
obligada ¿Dónde están la aflicción y el propósito de enmienda de los
victimarios, cuando tienen en una hoja una fórmula de perdón común con la
cual responden a todos los crímenes cometidos? Más aún si tenemos en
cuenta que:
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“la paz que se le concede a una persona que no se arrepiente, es decir,
que conserva un corazón enemigo o que no ofrece seguridad en el futuro,
no es tanto una paz cuanto un efecto vergonzoso del temor…” (Zarka,
1995)

Volviendo a los componentes del perdón, encontramos que es un acto, una
relación personal con alguien, que se pide por parte del ofensor a ese otro
que es la víctima (Jankélevitch, 1999), en palabras de otro autor, es ese
“asunto eminentemente personal […] en el que se perdona lo que se cometió
en relación a quién lo cometió…” (Arendt, 2005), pero de ninguna manera se
podrá afirmar que el perdón es algo que al pedirlo se tiene que dar, dado que
es en la conciencia del ofendido que radica la capacidad y la soberanía de
otorgar dicho perdón a quién lo concede, en otras palabras: “El perdón nunca
se debe, sólo se puede pedir, pero dicha petición puede ser legítimamente
rechazada…” (Ricoeur, 1999) Lo anterior se presenta en tanto que el perdón,
es una experiencia eminentemente personal, por lo que el duro tránsito por el
duelo, la meditación y la superación del agravio por parte de la víctima es un
proceso individual que sólo le concierne a él, así como la potestad de
otorgarlo o no a quien se lo pide.

Ninguno de los dos procesos (pedir o dar el perdón por una falta cometida)
debe ser pues consecuencia de una orden o un mandato estatal. Como ya lo
mencioné, éste debe ser constituido por la aflicción y el propósito de
enmienda por parte del victimario así como el sobrepaso del duelo,
meditación y superación del dolor por parte de la víctima, indistintamente del
grado de crueldad del acto cometido como lo vemos en Jankélevitch (1999):
“El perdón está ahí precisamente para perdonar lo que ninguna excusa
sabría excusar; porque no hay culpa, por muy grave que sea, que, en
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última instancia, no podamos perdonar. […] Si hay crímenes tan
monstruosos que ni siquiera el criminal puede expiarlos, queda siempre el
recurso de perdonarlos, un perdón que precisamente existe para casos
desesperados o incurables…”.

Considerando así que el perdón es un acto entre dos personas (agentes) con
unas condiciones de libertad y convicción para emprender dicha empresa, no
un acto jurídico o impuesto para ninguna de las partes, con el único fin del
restablecimiento del status quo en la sociedad, tras procesos de violencia;
empero, se debe tener en cuenta el enorme

poder que recae sobre la

víctima, en tanto que, ella (como ya se mencionó) posee toda la legitimidad y
potestad de definir si perdona o no, de hecho, se “supone” que teóricamente
está muy por encima del victimario en tanto que, para Ellul (1991):
“El perdón nos da una superioridad sobre el perdonado, que es su deudor
y a quien el perdón lo sitúa en una situación de inferioridad de la que no
puede escapar. No puede pagar su deuda. Es para siempre “el ofensor
que tenía la culpa, ya que ha sido perdonado”. Y, a la inversa, hacemos
valer que el que perdona da prueba de la grandeza de su alma, de su
nobleza, satisface su orgullo con el perdón acordado…”

Lastimosamente en Colombia dichas características de superioridad que
concede el perdón al agraviado son completas ilusiones en la práctica en
tanto que, en procesos de desmovilización como los observados en el
periodo 2005- 2010, media un tercer actor que rompe con todas las
características observadas en el concepto del “perdón”, un tercero que valida
la importancia de una justicia inoperante13 en la nueva transacción del
13

Hablo de Justicia inoperante, cuando me refiero a que por ejemplo, un delincuente que
comete un delito, asesinato, debe ser condenado (40 años) por los méritos de la regulación
vigente en pro de la condena establecida a dicho delito en el marco de la justicia ordinaria, la
cual adquiere la atribución de inoperante en un proceso de paz al ser eliminada de la
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perdón ante una inminente acción de impunidad (curiosamente), ante las
mismas normas dictaminadas por esa justicia que hoy observa cómo se debe
dar cumplimiento a nuevas normas de amnistía, completamente ilógicas a los
fundamentos teóricos de la misma14,de hecho Ricoeur (1999) plantea lo
siguiente:
“La justicia sustituye el cortocircuito de la venganza al poner distancia
entre los protagonistas, instituyendo una brecha entre el crimen y el
castigo, que es el símbolo en el derecho penal. Ahora bien, ¿cómo puede
ser instituida tal distancia sino por la entrada en escena de un tercero que
no fuera uno de los protagonistas?…”

Con esto el Estado se constituye como tercero obligatorio en este ejercicio
del perdón, ahora, si bien Hobbes (2000) afirma que “La razón nos enseña a
buscar la paz, tan pronto como haya esperanza de alcanzarla, o de
prepararnos para la guerra, cuando es imposible obtenerla…”; Queda claro
que, para lograr dicho fin el Estado cercena derechos legítimos de las
victimas (como el mismo perdón que tienen derecho de conceder o no) al
eliminar (ante una justicia inoperante) el propio derecho a la venganza, la
cual, si bien constituye un proceso infinito e interminable (Girard, 1998), es
un derecho al cual tienen acceso las victimas al evidenciar y padecer la

ecuación. Es decir (y siguiendo el ejemplo anterior), que dicho delincuente al ser condenado
por dicho acto cometido entra en un “régimen especial” que conlleva a que su pena sea
conjurada en un tiempo menor de pena, bajo condiciones jurídicas de excepción que
reglamentan su actuar como “propio de condiciones de pena adecuadas al proceso de
justicia especial” emprendido con el Estado.
14
Haciendo alusión al concepto de “justicia” trabajado por Ricoeur en Lo Justo, se supone
que la justicia opera bajo la divisa “El otro, según la amistad, es el tú –toi-, el otro, según la
justicia es el cada uno, como viene significado por el adagio latino: suum cuique tribuere, a
cada cual lo suyo…” por lo que se asume que, en un Estado de Derecho, todo ciudadano
debe ser condenado de igual forma por los delitos cometidos (bien sea por acción, creación
u omisión) así que ¿Con qué carácter moral puede operar una justicia que es benevolente
con unos y fuerte con otros? ¿Con qué cara puede negarse a dejar en libertad a un asesino,
cuando éste pueda objetar una jurisprudencia a favor de criminales que pudieron cometer
muchos más delitos que él, aún en peores circunstancias?
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inoperancia manifiesta de la justicia para con los victimarios en procesos de
justicia y paz o reinserción a la vida civil como los observados en el país en el
periodo 2005- 2010.

Dado lo anterior, las víctimas se encuentran avocadas a dos posibles
actuaciones al interior de procesos de paz y justicia transicional; por un lado,
están condenados al poder del Estado, que les obliga a perdonar a sus
ofensores por medio de los procesos de resocialización que son ejecutados
por los jueces cuya palabra, es “una palabra de condena ante la cual, el juez
se presenta ante nosotros no sólo como portador de la balanza, sino de la
espada” (Ricoeur, 2009), sin tener en cuenta que el perdón es un acto
enteramente personal que pasa por las etapas vistas anteriormente y tiene
tres condiciones estructurales que deben cumplirse; por otro lado, las
victimas encuentran que el Estado busca dar fin al conflicto armado del país
por la vía política, dado que la vía militar no está produciendo los resultados
esperados, de tal suerte que, adopta leyes y opciones que propenden por la
amnistía de los crímenes de los victimarios, irrespetando el dolor y derechos
fundamentales de las víctimas (como el derecho a ver pagar a los culpables
por sus penas), constituidos en una inoperancia de la justicia que es en
dichas circunstancias, más que manifiesta.
El perdón consiste, en palabras de Abel (1993), en “una sabiduría con la cual
los protagonistas aceptan que no están de acuerdo en lo que se refiere a su
conflicto: que no están en el mismo lenguaje, en el mismo mundo, en la
misma historia…”, una intrincada sabiduría que se basa tanto en la víctima
como en el victimario, una sabiduría que exige un gran acto de contrición y
arrepentimiento por parte del ofensor como un generoso acto de dar por
parte del ofendido; todo ello en un proceso que no debe ser mediado por un
tercero, menos por el Estado, un proceso de mutuo reconocimiento, libre de
rencores y rencillas, pero con la firme convicción que como una acción
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cometida, cometida está y que nada ni nadie, tiene la potestad de siquiera
pensar en el olvido, dicha intima y estrecha relación que une al ofendido con
el hecho y al ofendido con su dolor debe ser respetada y no obligada a
comparecer el uno con el otro, dado que una relación de perdón, se debe
presentar entre los dos, para que exista verdadero perdón, de lo contrario,
sólo existe el (co)accionar de la justicia.
Finalmente, ante el dolor que una víctima15 que expresa en su sentir la
impotencia por el accionar de una justicia estatal inoperante en un hecho
puntual de amnistía política tras un proceso de paz, considero que cualquier
comentario sobra.
“No es digno ni moral que un criminal, porque afirma haberse arrepentido,
esté considerado como colaborador inestimable de la justicia. ¡Proceso y
castigo para todos los responsables, ejecutores y cómplices! ¡Ni olvido ni
perdón! ¡Prisión para todos los genocidas!...”16

Presidenta de las Madres de la Plaza de Mayo

15

Si bien queda claro que el conflicto armado Colombiano es de naturaleza única y que no
puede ser comparado con ningún otro en el mundo al tener sus propias características,
considero valioso hacer la siguiente referencia, que más que el caso de una mujer argentina
de la plaza de Mayo, representa el clamor doloroso de una víctima impávida ante la
impunidad que genera una acción de amnistía a los crímenes cometidos.
16
El País, 27 de Abril de 1995.
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